
 

Acta Sesión Ordinaria 65-2007 
 

30 de octubre del 2007 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 65-2007 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las dieciocho 
horas del treinta de octubre del dos mil siete, en el Salón de Sesiones de la Municipalidad de Belén, 
en el Distrito San Antonio. MIEMBROS PRESENTES: REGIDORES PROPIETARIOS: Sr. Francisco 
Villegas Villalobos quien preside.  Sr. Juan Carlos Murillo Sánchez.  Sr. Hermes Zumbado Alfaro.  
Sra. Flor de María Trejos Villalobos.  Sra. Ana Betty Valenciano Moscoso.  REGIDORES 
SUPLENTES:  Sr. Manuel Angel Ortiz Arce.  Sra. Rosemile Ramsbotton Valverde.  Sr. José Alfredo 
Sánchez Zumbado.  Srita. Xinia María Zumbado Zumbado. SINDICOS PROPIETARIOS:  Sr. Víctor 
Villegas Murillo.  Sra.  Sandra Salazar Calderón.  Srita.  Elisa María Zumbado González.  SINDICOS 
SUPLENTES:  Sra. María del Carmen Zumbado Venegas.  Sr.  Yoser Gerardo Avila Alvarado.  Sr. 
José Atiliano Barrantes Mendoza.  FUNCIONARIOS MUNICIPALES:  Alcalde Municipal Horacio 
Alvarado Bogantes. Secretaria del Concejo Municipal: Sra. Ana Patrícia Murillo Delgado.  
MIEMBROS AUSENTES: REGIDORES PROPIETARIOS: Sr. Luis Orlando Rodríguez González – 
Vicepresidente.   
 

CAPITULO I 
 

REVISIÓN DEL ACTA 
 

ARTICULO 1.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta N°64-2007 de la Sesión 
Ordinaria N°64-2007, celebrada el veintitrés de octubre del año dos mil siete 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta N°64-2007 de la Sesión Ordinaria N°64-2007, 
celebrada el veintitrés de octubre del año dos mil siete 
 

CAPITULO II 
 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL 
 

El Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, plantea los siguientes asuntos: 
 

ARTICULO 2.  Se atiende al Director del Area de Servicios Públicos Ing. Luis Carlos Chaves, para 
discusión del Proyecto Prime Properties.   
 
El Director del Area de Servicios Públicos Luis Carlos Chaves Varela, manifiesta que el proyecto se 
ha discutido en varias oportunidades en la Comisión de Obras y se ha visto la viabilidad del mismo, 
esto desde el 07 de marzo de 2007, donde la Ing. Rosa González dio la viabilidad para que se 
abastecieran de la Naciente La Soledad, pero que el tanque debia ser llenado en horario de 10:00 
pm a 4:00 am.  En setiembre de 2007 cuando se presenta la revalidación de la disponibilidad de 
agua, se tienen dudas de la viabilidad de imponer un horario porque la tubería colapse y no se 
pueda dotar de agua al proyecto, entonces se recomienda solicitar a los desarrolladores un pozo, 
que se instalara en la propiedad municipal donde están los pozos de La Ribera, el cual almacena 
agua para los tanques elevados, para dotar de agua a la parte alta de La Ribera, para esto se llama 



 

a SENARA con el señor Roberto Ramírez y se le consulta si están extendiendo permisos de 
construcción para la construcción de pozos.  Aclara que la cercanía de un pozo a otro según la Ley 
de Aguas son 100 metros salvo un estudio hidrogeológico, pero el SENARA esta solicitando que al 
perforar un pozo para explotación se perfore otro adicional, para medir nivel estático, entonces 
dentro de las recomendaciones esta solicitar al desarrollador un pozo, la instalación de una cámara 
dentro del pozo, para conocer su estado, todo en concordancia con las disposiciones del Instituto de 
Acueductos y Alcantarillados.   
 
La Municipalidad piensa construir un tanque elevado al frente de las propiedades municipales, 
aprovechando las instalaciones de los pozos existentes, conforme al Plan Maestro de Acueducto, el 
pozo solicitado a los desarrolladores estabilizaría la presión de agua en la parte alta de La Ribera, 
los 2 pozos se ubicarían en la misma propiedad.  La idea es unificar el acueducto, por ejemplo en 
este momento el pozo Don Chico esta bombeando agua hacia La Asunción, con el pozo nuevo 
podríamos traer agua de La Ribera y almacenar en los tanques.  Para dotar de agua deberíamos de 
realizar algunas mejoras, para trasegar mas agua, pero el problema es que la presión es baja. 
 
El Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos expresa que se tienen algunas dudas, por 
ejemplo se presento un presupuesto paran construir un tanque que vale ¢180.0 millones, el pozo 
que se piensa construir es para dar abastecimiento a Prime Properties, por eso se trata de ver las 
repercusiones y las dudas porque en ultima instancia será el Concejo Municipal quien autorice la 
disponibilidad, además todo pozo debe tener una área de protección de 200 metros. 
 
La Regidora Suplente Ana Betty Valenciano Moscoso, manifiesta que una de las propuestas para 
otorgar la disponibilidad de agua al Proyecto Prime Properties es en un horario determinado, 
entonces consulta si con la infraestructura existente se le podría dar disponibilidad de agua al 
proyecto, sin que afecte a los vecinos de La Ribera. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, aclara que los ¢180.0 millones es para la 
construcción de un tanque no un pozo y es pensando en almacenamiento y producción y el pozo 
existente dejaría de funcionar, esto porque debemos pensar en la gente que vive en Belen, cuenta 
que ha estudiado mucho el proyecto y se hace responsable de que lo expuesto va a funcionar, 
porque en Belen si hay agua, el problema es que se dejaron 6 años sin hacer ninguna obra en el 
acueducto, por ejemplo el Centro Infantil tardo 6 años en construirse, por lo tanto agua en Belen hay 
pero esta colapsada, eso hay que arreglarlo, el Proyecto se puede abastecer únicamente con el 
tanque de captación de eso se hace responsable, porque se trata de un desarrollo en conjunto 
belemitas, desarrolladores y Municipalidad. 
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton Valverde, informa que le preocupa que siempre 
hablamos de “vamos” porque vamos a comprometer el agua, pero aclara que MINAE en estos 
momentos no esta autorizando la construcción de pozos, ni pozos nuevos por lo menos por 6 
meses, además cual es la inversión que hay que realizar para garantizar a los habitantes de La 
Ribera que ningún proyecto colapsara el acueducto, porque el estudio de la Ing. Rosa González fue 
un poco ambiguo, hay que tomar en cuenta si hay disponibilidad presupuestaria para dotar de agua 
al proyecto y que no se vea afectado el distrito de La Ribera, aclara que no esta en contra del 
proyecto pero al tomar una decisión debe ser responsable, si se construye el pozo debe ser 
administrado por la Municipalidad, por eso quiere saber si es sostenible, si tenemos en concreto que 
el pozo se podrá perforar, porque le preocupa que hay proyectos urbanísticos que se están 
apoyando en la dotación de agua de un pozo que fue aprobado para riego, no para consumo 
humano.  Se tiene un Plan Maestro del Acueducto pero tiene entendido que se ha estado buscando 
financiamiento para su actualización, entonces consulta si tenemos presupuesto para su 
actualización y para realizar las mejoras, bajo ese criterio se tomaran las decisiones. 



 

 
El Ing. Luis Carlos Chaves Varela, Director del Area de Servicios Públicos, manifiesta que se esta 
pidiendo un pozo de mucha capacidad porque debemos suplir las necesidades de agua en verano 
de todos los habitantes del Cantón y debemos almacenar el agua, además tomar en cuenta una 
eventualidad de un incendio, porque el acueducto debe ir creciendo día a día, porque la población 
crece día a día, esto garantiza que tendremos mas cantidad de agua de lo que tendremos ahora, 
para distribuirlo en todo el sector de La Ribera y se trabajara en las zonas que tengan poca presión, 
aunque el problema no se solventara en 15 días, sino que se realizaran obras y se vera la mejoraría 
poco a poco, porque tenemos mucha agua pero la estamos desaprovechando, mucha agua se esta 
desperdiciando.  Se esta solicitando la construcción de un pozo en la propiedad municipal y la Ley 
General de Aguas habla de 100 metros y con un estudio hidrogeólogo hasta 40 metros, la nueva Ley 
hablaba de 200 metros pero ya se saco hasta del Plenario su discusión.  Reitera que a la Naciente 
La Soledad hay que realizar mejoras.  Entonces en síntesis existen 2 opciones para dotar de agua al 
Proyecto:  de La Soledad realizando algunas mejoras o la construcción de un pozo.   
 
Además la suspensión de otorgamiento de permisos de pozos en MINAE es únicamente para la 
Provincia de Guanacaste por la construcción de hoteles.  La capacidad del pozo a construir son 300 
metros cúbicos y se debe tomar en cuenta que los pozos en Belén no producen arena que provoca 
que las rejillas donde ingresa el agua al pozo se colapse.  El permiso para la construcción del pozo 
tardara un mes o mes y medio, porque ya existe la litografía del pozo que esta al lado, además la 
tramitación del permiso no la puede realizar la Municipalidad.  Por eso técnicamente se puede 
otorgar la disponibilidad en horario nocturno, de acuerdo a estudios si se puede otorgar, el tanque 
que se construirá no tiene incidencia directa para el proyecto, esta contemplado en el Plan Maestro 
porque hay faltante de captación y almacenamiento, el Acueducto ha venido realizando un ahorro 
para construir infraestructura, es pasar la realidad que esta escrita en un Plan Maestro, el cual es un 
proceso lento tomando en cuenta la viabilidad económica.  En este momento esta iniciando los 
tramites para llevar a cabo la construcción del pozo, porque el pozo aun no esta autorizando, aunque 
técnicamente esa es la opción. 
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo Sánchez, interroga si la Naciente La Soledad no se 
estaría tocando para el proyecto de Prime Properties, porque lo planteado esta variando el dictamen 
de la Comisión de Obras, porque ya no seria la propuesta horaria sino que el agua estaría fluyendo 
diariamente al proyecto.  además consulta si tiene la Municipalidad los permisos para la construcción 
del pozo.   
 
El Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, manifiesta que la Urbanización Zayqui en La 
Ribera se está supliendo con tubería de asbesto, la cual esta prohibida y debemos pensar en la 
comunidad. 
 
El Regidor Propietario Hermes Zumbado Alfaro, cita que la Comisión de Obras planteo la posibilidad 
de la firma de un Convenio de Intenciones con el desarrollador, además será una obra totalmente 
publica para beneficio de la comunidad.   
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, pronuncia que debemos definir las intenciones del 
Municipio para con el desarrollador y firmar una Carta de Intenciones, para dotar de agua, caso 
contrario no se podrá autorizar, por lo tanto debemos establecer las condiciones, seria algo muy 
similar al Convenio firmado con EPA y SAMA. 
 
La Regidora Propietaria Flor Trejos Villalobos, consulta que entonces es totalmente viable dar agua 
al proyecto sin poner en peligro el agua de La Ribera, aunado a la construcción del tanque de 
almacenamiento. 



 

 
El Regidor Propietario Hermes Zumbado Alfaro, se refiere a que es importante el pozo, porque se 
aumentarán los litros por segundo del pozo, de hecho se duplicarán y no se comprometería el agua 
potable de La Ribera, mas bien daríamos una solución para que no colapse el distrito, además 
consulta cuanto se duraría la construcción del pozo.   
 
La Regidora Suplente Ana Betty Valenciano Moscoso, señala que según las condiciones actuales 
del Acueducto en La Ribera la dotación al proyecto entonces no es viable. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Integrar una Comisión Especial conformada por Ana Betty 
Valenciano Moscoso, Rosemille Ramsbotton Valverde, Francisco Villegas Villalobos, para que 
presenten un dictamen al Concejo Municipal del Proyecto Prime Properties, en virtud de la 
exposición del Director del Area de Servicios Públicos. 
 
ARTICULO 3.  Se atiende a los vecinos de Ciudad Cariari, problemas con el Relleno La Carpio, 
quienes realizan la siguiente exposición:  Para entender la problemática un relleno sanitario es una 
fosa que es hace en el suelo que se recubre con geomembrana, para evitar que se contamine el 
subsuelo, porque los líquidos lixiviados son altamente contaminantes, deben cumplir con el 
Reglamento de Aguas Residuales en la recolección de líquidos lixiviados, porque se generan gases 
como metano y dióxido de carbono, además hidrocarburos.  El Relleno de La Carpio es un problema 
de ubicación, porque va contra todas las regulaciones a nivel internacional, para su instalación, ya 
que no pueden estar ubicados sobre mantos acuíferos, que dotan de agua a San José, con esto se 
expone la salud de las comunidades vecinas, no pueden estar a menos de 500 metros de ciudades, 
como el área de Doña Rosa, Ciudad Cariari y Los Lagos que están a 300 metros y 150 metros, por 
los gases que emite el Relleno Sanitario deben estar alejados a mas de 3.000 metros.  Los criterios 
que tomaron en cuenta para el lugar, era porque era un sitio barato y se podían obtener la mayor 
cantidad de basura, no tomaron en cuenta la parte de salud, ni ambiental, pero si la parte de 
rentabilidad. 
 
Hay un recorrido absurdo de la basura en el país, por ejemplo la de Limón viene a Alajuela y la de 
Alajuela va a La Carpio, no tiene control sobre los lixiviados, ni sobre los gases, los están 
descargando al Río Bermúdez, han realizado denuncias ante el Ministerio de Salud, Tribunal 
Ambiental, Municipalidad de San José, como afectados se aferran a criterios técnicos, todas las 
autoridades que controlan el relleno dicen que no huele a basurero, fueron a los archivos, que es 
información pública, donde dice que técnicamente el relleno sanitario no esta funcionando bien, el 
Estudio de Impacto Ambiental se ha irrespetado, hay inestabilidad y fuga de lixiviados, el Estudio de 
Impacto Ambiental, dice que debe haber una gestión integral de los desechos, a través de cultura 
social, labor a nivel municipal, para poderlo lograr, caso contrario hay una gran carga de 
contaminación, en el país no existen plantas de tratamientos para desechos peligrosos y el Relleno 
Sanitario los esta tratando.  Según la Municipalidad de San José deben estar preparados para un 
cierre técnico porque están exponiendo a la comunidad, es un problema de salud pública, el Estudio 
de Impacto Ambiental dicen que manejaran basura solamente ordinaria, pero en la realidad están 
recibiendo infectocontagiosas, morfina, cosméticos, vacunas, antibióticos, computadoras, 
impresoras, que son altamente contaminantes, mezclados juntos. 
 
El Estudio de Impacto Ambiental dice que era para recibir 500 toneladas diarias, pero se están 
recibiendo mas de 1500 toneladas.  En las aguas se determino contaminación de mercurio, en la 
zona hay niños afectados con problemas respiratorios, en vista de todo presentan un Recurso de 
Amparo, porque están botando gases permanentemente, el olor que se percibe es gas, están 
trabajando con el Tribunal Centroamericano del Agua, donde tienen el apoyo de la sociedad civil, 
tienen el apoyo de varios Diputados, el permiso sanitario de funcionamiento lo renovaron el 24 de 



 

octubre de 2007, esto ya lo sabe el Fiscal del Ministerio de Público, porque tampoco han presentado 
reportes operacionales, como vecinos solicitan que coadyuven en el Recurso de Amparo para el 
cierre definitivo del Relleno Sanitario. 
 
El Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, menciona que el miércoles 24 de octubre en 
Ciudad Cariari en una reunión con los vecinos se sentía el olor del Relleno.  La reunión hoy con la 
Ministra de Salud fue fructífera y se conformara una Comisión para que tenga un control permanente 
de la problemática.   
 
La señora Lidia Duarte, informa que la coadyuvancia debe ser solicitando el cierre definitivo del 
relleno. 
 
ARTICULO 4.  Se somete a discusión la Coadyuvancia al Recurso de Amparo presentado por 
vecinos de Ciudad Cariari. 
 
El Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, opina que se sintió complacido con la Ministra 
de Salud, porque admitió que había un problema de olores, porque técnicamente el relleno no esta 
bien, es un problema desagradable que afecta la salud y desvaloriza las propiedades.  La 
conformación de la Comisión Mixta será muy importante, para fortalecer las acciones con estudios 
técnicos. 
 
El Regidor Suplente Jose Alfredo Sánchez Zumbado, describe que el día de hoy en la tarde los 
recibió la Ministra de Salud a los Regidores Francisco Villegas Villalobos, Ana Betty Valenciano 
Moscoso, José Atiliano Barrantes Mendoza, Jose Alfredo Sánchez Zumbado y Sandra Salazar 
Calderón.  La Ministra de Salud reconoce que hay problemas en el manejo de la basura, expreso 
que no tenía elementos científicos para ordenar un cierre técnico, pero se mostró abierta a que 
conformaran una Comisión de Trabajo Técnico, con un representante del Ministerio de Salud, un 
representante del Concejo Municipal y un representante de la Unidad Ambiental, para dirigir los 
esfuerzos con la Universidad Nacional para realizar un monitoreo técnico y riguroso, que serían 
reconocidas por las autoridades.  Expresó que documento preparado por el Asesor Legal Lic. Luis 
Antonio Alvarez Chaves, está muy bien razonado y es equilibrado.  Reitera que el problema es real, 
y ha sido una lucha muy vehemente de los vecinos con mas de 625 vecinos afectados. 
 
El Regidor Suplente Manuel Ortiz Arce, manifiesta que las acciones que se tomen, son un 
precedente importante para el país en materia de control ambiental.   
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton Valverde, puntualiza que en la Universidad de Costa 
Rica hay antecedentes y grupos organizados que cuentan con estudios técnicos, porque tienen un 
respaldo documental y han realizando gestiones ante el Ministerio de Salud, finalmente cree que 
debemos dar una respuesta a los vecinos. 
 
El Regidor Propietario Hermes Zumbado Alfaro, consulta si se puede solicitar del cierre del relleno. 
 
El Lic. Luis Antonio Alvarez Chaves, alega que en la coadyuvancia, en su opinión no incluyo el cierre 
del relleno, porque si técnicamente se puede demostrar que esta fallando ningún Tribunal permitirá 
que siga funcionando y solicitara el cierre inmediato, incluirlo ahora es prematuro porque se 
desprenderá de los estudios que se realizan, pero eso dependerá del Concejo Municipal si están de 
acuerdo en incluirlo, los plazos establecidos en la coadyuvancia para actuar son tomando como 
referencia de la confección de estudios, entonces no incluyo el tema del cierre del relleno, por la 
objetividad y prudencia institucional que debe mantener la Municipalidad, hasta que no se tengan 



 

elementos técnicos que demuestren que los problemas existen, aunque incluir la solicitud del cierre 
no violenta el marco de legalidad. 
 
El Sindico Suplente José Atiliano Barrantes Mendoza, siente que la Ministra de Salud fue muy 
enfática diciendo, que los informes que existen no demuestran problemas, conjuntamente con la 
Municipalidad buscará una solución al tema del basurero. 

SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Francisco Villegas 
Villalobos, Juan Carlos Murillo Sánchez, Flor Trejos Villalobos, Ana Betty Valenciano 
Moscoso Y UNO EN CONTRA DEL REGIDOR Hermes Zumbado Alfaro:  PRIMERO:  Adicionar a 
las pretensiones del documento denominado “Memorial presentado por el Lic. Luis Antonio Alvarez 
Chaves, como coadyuvancia en el Recurso de Amparo interpuesto por los vecinos de Ciudad Cariari 
y de Residencial Los Arcos contra el Ministerio de Salud, la Secretaría Técnica Ambiental del MINAE 
y la Empresa Berthier EBI de Costa Rica, S.A.”, un Articulo 5, que cite:  “Que en caso de que de las 
evaluaciones indicadas en la petitoria anterior se desprenda que dichos parámetros se incumplan, se 
ordene el cierre del relleno”.  SEGUNDO:  Integrar una Comisión Especial Técnica conformada por 
un representante del Ministerio de Salud, del Regidor Suplente Jose Alfredo Sánchez Zumbado, un 
representante de la Unidad Ambiental, Sindico Suplente José Atiliano Barrantes Mendoza y el Lic. 
Alvaro Camacho, con el apoyo del Laboratorio de Ciencia Ambiental de la Universidad Nacional. 
 
ARTICULO 5.  Visita de la Ministra de Salud:  María Luisa Avila, a Sesión del Concejo Municipal el 
01 de noviembre de 2007. 
 
El Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, avisa que se expondrá la problemática con la 
Empresa Kimberly Clark, se escuchara a la Ministra de Salud, por lo tanto solicita la presencia del 
Lic. Luis Antonio Alvarez Chaves, le preocupa que el voto no esta redactado en su totalidad respecto 
a la Declaratoria de Emergencia. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, confirma que estará presente el Director del Area 
de Servicios Públicos, el Director Jurídico, el Director del Area Técnica Operativa, el Coordinador de 
la Unidad Tributaria y el Coordinador de la Unidad Ambiental.   
 
El Regidor Propietario Hermes Zumbado Alfaro, afirma que cuando la Administración realizo el cierre 
de la planta de tratamiento fue respaldado por el Concejo Municipal.   
 
El Lic. Luis Antonio Alvarez Chaves, dice que se envío por correo electrónico la minuta de la sesión 
de trabajo del sábado 27 de octubre y esta pendiente definir la posición institucional, tomando en 
cuenta el Decreto de Emergencia. 
 
ARTICULO 6.  Se somete a discusión la disponibilidad de agua de la Urbanización de Alcides 
Murillo.   
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
ARTICULO 7.  Se somete a discusión el Oficio AI-63-2007 del Lic. Eliécer Leitón C., Auditor Interno.  
Reglamento de la Auditoría Interna.   
 
PRESENTACIÓN.  En este reglamento, se establecen las medidas necesarias sobre la organización 
y el funcionamiento de la Auditoría Interna de la Municipalidad, que orienten su accionar, hacia el 



 

cumplimiento efectivo de sus competencias. En ese sentido se busca, con dicha  normativa, que la 
Auditoría se proyecte como  una actividad que coadyuva en la consecución de los objetivos de la 
Municipalidad, en el uso efectivo y adecuado de los recursos públicos disponibles y en el 
mejoramiento de los diferentes procesos de trabajo y del propio sistema de control interno.  Todo lo 
anterior, con estricto apego al bloque de legalidad, vigente.  En concordancia con lo expuesto, se 
establecen en el reglamento, regulaciones sobre el concepto de auditoría interna y sobre la 
objetividad y la independencia con que esa unidad debe cumplir sus funciones. Asimismo, se define 
su ubicación en la estructura municipal y se dictan disposiciones relacionadas con el cargo de 
Auditor Interno, en específico, sobre sus funciones y el nombramiento y remoción del titular de ese 
cargo.  También se definen normas, en cuanto al ámbito de competencia de la Auditoría Interna y 
sobre sus deberes y potestades.  Además, se regulan los servicios que presta (servicios de auditoría 
y preventivos) y los demás procesos a cargo de esa unidad.  Finalmente se establecen medidas en 
lo referente a la comunicación de los resultados de los estudios, a las actividades de seguimiento y a 
los informes  de su  gestión. 
 
Lo anterior, en cumplimiento de la normativa legal vigente, entre ellas la Ley No. 8292, Ley General 
de Control Interno (LGCI), la Ley No. 7428, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, 
y de acuerdo con las directrices dictadas por la Contraloría General de la República, en lo que 
respecta a la  organización y funcionamiento de las auditorías internas del sector público. 
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El Concejo Municipal de la Municipalidad del Cantón de Belén, conforme a  

las potestades conferidas por los artículos 4 inciso a) y 13 inciso c)  del  
Código Municipal, Ley 7794 y el artículo 170 de la Constitución Política, aprobó  

el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna: 
 

REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA AUDITORÍA INTERNA  
DE LA MUNICIPALIDA DE BELÉN 

 
CAPÍTULO I 

 
ORGANIZACIÓN DE LA AUDITORÍA INTERNA 

 
Artículo 1.- Del concepto de  Auditoría Interna.  En concordancia con el marco legal, 
reglamentario y técnico, que regula a la Auditoría, especialmente con lo establecido en el artículo 21 
de la Ley No. 8292, Ley General de Control Interno (LGCI), la Auditoría Interna es la actividad 
independiente, objetiva y asesora, que proporciona seguridad a la Municipalidad, al validar y mejorar 
sus operaciones. Asimismo, contribuye a que se alcancen sus objetivos, mediante la práctica de un 
enfoque sistemático y profesional para evaluar y mejorar la efectividad de la administración del 
riesgo, del control y de los procesos de dirección.  La Auditoría Interna, por otra parte, proporciona a 
la ciudadanía una garantía razonable de que la actuación del Concejo, del Alcalde y del resto de la 
administración, se ajusta al marco legal y técnico vigente y se lleva a cabo de acuerdo con sanas 
prácticas.  La Municipalidad contará con una sola Auditoría Interna. 
 
Artículo 2.- Visión, misión y enunciados éticos.  El Auditor debe definir la visión, la misión y las 
principales políticas que regirán el accionar de la Auditoría Interna, acorde con los lineamientos 
emitidos por  la Contraloría. Asimismo, debe establecer formalmente, los valores éticos que deben 
ser cumplidos por los funcionarios de la Auditoría, en el ejercicio de sus cargos y en sus distintas 
relaciones internas y externas. 
 
Artículo 3.- Independencia y objetividad.  Los funcionarios de la Auditoría Interna ejercerán sus 
atribuciones con total independencia funcional y de criterio, respecto del Concejo, del Alcalde, de los 
demás funcionarios de la administración y de terceros. La actividad de Auditoría debe estar libre de 
injerencias, al determinar la planificación del trabajo y sus modificaciones, al manejar sus recursos, 
al desempeñar su trabajo y al comunicar sus resultados.  Los funcionarios de la Auditoría deben 
tener una actitud imparcial y neutral y evitar conflictos de intereses, que afecten la objetividad 
individual. Su labor debe obedecer al cumplimiento del plan de trabajo, con apego a la normativa 
legal, técnica y ética que rige su competencia y no deben subordinar su juicio al de otros.  El Auditor 
debe establecer medidas formales para controlar y administrar, las situaciones que pudieran 
presentarse sobre hechos o actuaciones que pongan en duda o en peligro, la objetividad e 
independencia de la Auditoría. Los funcionarios de la Auditoría Interna deben abstenerse de auditar 
operaciones específicas de las cuales hayan sido previamente responsables, o en relación con las 
cuales, se den situaciones que puedan resultar incompatibles. Dichos funcionarios tampoco deben 
ejecutar en esos casos, sus competencias de asesoría y advertencia. Si la independencia y 
objetividad del Auditor Interno, se viesen comprometidas de hecho o en apariencia, el Auditor debe 
comunicar al Concejo, los detalles del impedimento. Si se trata de los demás funcionarios de la 
Auditoría, el impedimento lo deberá comunicar el funcionario al Auditor Interno. Esas 
comunicaciones deberán darse por escrito. 



 

 
El Auditor no debe participar en forma permanente, en las sesiones o reuniones del Concejo.  
Cuando el Concejo solicite su participación en alguna sesión o reunión, la actuación del Auditor debe 
ser conforme con su responsabilidad de asesor, según la normativa y criterios establecidos por la 
Contraloría General al respecto.  El Auditor y el personal de la Auditoría no deben, en resguardo de 
su independencia y objetividad, ser parte de comisiones o grupos de trabajo que ejerzan funciones 
propias de la administración activa.  Cuando el jerarca solicite la participación del Auditor  en esas 
comisiones, se debe tener en cuenta que esa participación será exclusivamente en su función de 
asesor, en asuntos propios de  su competencia.  Asimismo, en el cumplimiento de sus 
competencias, el Auditor y el personal de la Auditoría, estarán sujetos a las prohibiciones 
establecidas en el artículo 13 de este reglamento. 
 
Artículo 4.- Ubicación y estructura organizativa.  La ubicación de la Auditoría, dentro de la 
estructura de la Municipalidad, corresponde a la de un órgano asesor de muy alto nivel y con 
dependencia orgánica del Concejo.  Corresponde al Auditor, disponer la estructura organizativa de la 
Auditoría Interna, en concordancia con la razón de ser de esa unidad, con las necesidades de 
fiscalización y  con la normativa que regula a la Municipalidad y a la Auditoría.  La estructura de la 
Auditoría está conformada por el Auditor y el personal profesional y administrativo que resulte 
necesario para el cumplimiento de sus competencias, procesos y actividades.  La estructura 
organizativa de la Auditoría, se define en el Manual Básico de Organización de la Municipalidad de 
Belén, aprobado por el Concejo. 
 
Artículo 5.- Del Auditor Interno.  El cargo de Auditor corresponde al máximo nivel de competencia, 
responsabilidad y autoridad de la Auditoría.  La jornada laboral del Auditor es de tiempo completo y 
su  nombramiento es por tiempo indefinido.  El nombramiento le corresponde efectuarlo al Concejo, 
conforme con lo establecido en el artículo 31 de la LGCI.  Ese nombramiento, se debe ajustar en 
forma estricta a  lo establecido en dicho artículo y en los  lineamientos sobre los requisitos de los 
cargos de auditor y subauditor internos y las condiciones para las gestiones de nombramiento en 
dichos cargos, emitidos por la Contraloría.  El Auditor Interno debe cumplir con los requisitos 
establecidos en el manual de cargos de la Municipalidad y en los citados lineamientos dictados por 
la Contraloría; asimismo debe realizar las funciones definidas en ese Manual y en la normativa legal 
y técnica que resulte aplicable.  El Auditor solo podrá ser suspendido o removido del cargo por justa 
causa, conforme con las regulaciones contenidas en el artículo 15 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría y con los lineamientos emitidos al respecto por esa entidad. 
 
Al Auditor le corresponde la dirección superior y administración de la Auditoría. Para ello debe 
definir, establecer y mantener actualizadas las políticas, procedimientos y prácticas requeridas para 
el cumplimiento de sus competencias.  El Auditor Interno definirá y mantendrá actualizadas, en el 
manual de procedimientos de la Auditoría, las políticas,  procedimientos y prácticas de 
administración, acceso y custodia de la documentación de la Auditoría. La Auditoría, guardará 
confidencialidad respecto de la identidad de los ciudadanos que presenten denuncias ante su 
oficina. La información, la documentación y otras evidencias de las investigaciones que efectúe, 
cuyos resultados puedan originar la apertura de un procedimiento administrativo, serán 
confidenciales durante la formulación del informe respectivo, de conformidad con lo establecido en 
los  artículos  6° de la LGCI y 8° de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la 
Función Pública.  Es competencia del Auditor, la elaboración del plan anual de trabajo de la Auditoría 
y sus modificaciones, acorde con los lineamientos emitidos por la Contraloría General de la 
República, sobre ese particular. En el manual de procedimientos de la Auditoría, se establecerán las 



 

regulaciones relativas a ese plan. El plan debe ser congruente con la planificación estratégica y su 
contenido debe abarcar todos los servicios y  actividades que se deben realizar durante el año. En 
consecuencia, el plan debe contemplar, entre otros aspectos,  los servicios de auditoría, los  
servicios preventivos, las actividades de seguimiento y las actividades de mejoramiento de la 
actividad de auditoría. El plan de trabajo anual se basará en un proceso de valoración del riesgo, en 
el cual se tomen en cuenta, en lo pertinente, los criterios de riesgo de la administración. Ese plan 
debe mantenerse actualizado y estar sustentado en el presupuesto respectivo. 
 
El Auditor Interno depende orgánicamente del Concejo, quien establecerá las regulaciones de tipo 
administrativo que le serán aplicables, las cuales no deberán afectar negativamente la actividad de 
la Auditoría, la independencia funcional y de criterio del Auditor; en caso de duda, la Contraloría 
General dispondrá lo correspondiente, acorde con el artículo 24 de la LGCI.  El Auditor Interno, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley General de Administración Pública, podrá delegar sus 
funciones en su personal, para lo cual  utilizará criterios de idoneidad.  El Auditor Interno, deberá 
cumplir con pericia y debido cuidado profesional sus funciones, haciendo valer sus competencias 
con independencia funcional y de criterio, y será vigilante de que el personal de la Auditoría, 
responda de igual manera.  El Auditor Interno deberá establecer un programa de aseguramiento de 
la calidad para la Auditoría, en concordancia con los lineamientos establecidos por la Contraloría. 
Este programa deberá cubrir los diferentes aspectos de la actividad de auditoría interna y  debe 
incluir evaluaciones de calidad externas e internas periódicas y supervisión interna. Las 
evaluaciones internas deben incluir revisiones continuas del desempeño de la actividad de auditoría 
interna y revisiones periódicas mediante la autoevaluación, mínimo anualmente. La evaluación 
externa de la calidad, debe ser realizada por un  revisor o equipo de revisión calificado e 
independiente, proveniente de fuera de la Municipalidad. Los resultados de las evaluaciones internas 
y externas deben constar en un informe.  Asimismo, el Auditor Interno debe preparar un plan de 
mejora, si así lo requieren esos resultados y comunicarlo al Concejo. El Auditor es responsable de 
dar un seguimiento adecuado al plan de mejora. Todo lo anterior,  en concordancia con los 
lineamientos establecidos al respecto por la Contraloría. 
 
Artículo 6.- Del personal de la Auditoría Interna.  El Auditor, como máxima autoridad de la 
Auditoría, tiene la potestad de autorizar los movimientos de personal en la Auditoría Interna 
(nombramiento, traslado, suspensión, remoción, concesión de licencias y demás movimientos de ese 
personal), de conformidad con lo que establecen los artículos 24 y 28 de la LGCI y demás normativa 
aplicable.  Los funcionarios de la Auditoría, con la excepción del Auditor según se estableció en el 
artículo anterior, estarán sujetos a las disposiciones administrativas aplicables al resto del personal 
de la Municipalidad. Esas disposiciones no deberán afectar negativamente la actividad de la 
Auditoría y la independencia funcional y de criterio de ese personal; en caso de duda, la Contraloría 
General dispondrá lo correspondiente, acorde con el artículo 24 de la LGC.  El Auditor le 
corresponde gestionar en forma oportuna, que las plazas vacantes de la Auditoría se llenen en el 
plazo máximo establecido en el artículo 28 de la LGCI.  Le compete al Auditor, velar porque los 
funcionarios de la Auditoría, cumplan en el ejercicio de sus competencias, con la normativa jurídica y 
técnica pertinente, así como con las políticas, procedimientos, prácticas y demás disposiciones 
administrativas de la Municipalidad y de la propia Auditoría Interna, que les sean aplicables. 
 
Artículo 7.- Ámbito de acción de la Auditoría.  El ámbito de acción de la Auditoría, está 
conformado por la Municipalidad (incluido el Comité Cantonal de Deportes y Recreación), por los 
sujetos privados que reciban recursos trasferidos por la Municipalidad y por cualquier otro sujeto y 
órgano que corresponda a la competencia de la Auditoría, de acuerdo con lo previsto en el artículo  
22, inciso a), de la LGCI.  Es obligación del Auditor Interno, definir y mantener actualizado, en el 
instrumento que corresponda, los órganos y entes sujetos al ámbito de acción de la Auditoría 
Interna, con fundamento en lo estipulado en el citado artículo 22, inciso a). 



 

 
Artículo 8.- Relaciones y coordinaciones.  El Auditor establecerá a lo interno de la Auditoría, las 
pautas principales sobre las relaciones y coordinaciones de los funcionarios de esa unidad con los 
auditados.  El Auditor tendrá plena libertad para  proveer e intercambiar información con la 
Contraloría, así como con otros entes y órganos de control que conforme a la ley corresponda, en el 
ámbito de sus competencias. Sin perjuicio de la coordinación que al respecto deba darse con el 
Concejo, sin que ello implique limitación para la efectiva actuación de la Auditoría.  La Dirección 
Jurídica de la Municipalidad, acorde con sus recursos, brindará el oportuno y efectivo servicio. 
mediante los estudios jurídicos que requiera la Auditoría Interna, a fin de establecer adecuadamente 
su ámbito de acción y atender sus necesidades de orden jurídico, conforme lo estipula el artículo 33, 
inciso c), de la LGCI.  La Auditoría Interna, tiene la potestad de incorporar profesionales o técnicos 
de diferentes disciplinas, funcionarios o no de la Municipalidad, para que lleven a cabo labores de su 
especialidad en apoyo a los estudios o trabajos que realice la Auditoría Interna, de acuerdo con sus 
competencias. 
 
Artículo 9.- Asignación de recursos.  El Auditor, debe proponer al Concejo, debidamente 
justificada, la necesidad de recursos, para llevar adelante la prestación de sus servicios y para la 
propia administración de la Auditoría.  En ese sentido, el Auditor, debe presentar al Concejo, su 
presupuesto anual, el cual debe ser formulado, de conformidad con los lineamientos aplicables y 
acorde con el  plan anual de trabajo.  Corresponde al Concejo y a los encargados del manejo 
presupuestario, velar porque la asignación presupuestaria se efectúe en las diferentes partidas y 
subpartidas, de manera que corresponda a los requerimientos propios y directos de la Auditoría.  
Compete al Auditor, establecer los mecanismos de coordinación necesarios, para que el 
responsable del control presupuestario de la Municipalidad, mantenga un registro separado del 
monto del presupuesto asignado y aprobado por el Concejo para la Auditoría Interna, detallado por 
objeto del gasto, de manera que se controlen la ejecución y las modificaciones de los recursos 
presupuestados para esa unidad. 
 

CAPITULO II 
   FUNCIONAMIENTO DE LA AUDITORIA INTERNA 

 
Artículo 10.- Competencias.  Compete a la auditoría interna, primordialmente lo siguiente, de 
acuerdo con el artículo 22 de la LGCI: 
 
a)  Realizar auditorías o estudios especiales semestralmente, en relación con los fondos públicos 
sujetos a su competencia institucional, incluidos fideicomisos, fondos especiales y otros de 
naturaleza similar. Asimismo, efectuar semestralmente auditorías o estudios especiales sobre fondos 
y actividades privadas, de acuerdo con los artículos 5 y 6 de la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República, en el tanto estos se originen en transferencias efectuadas por 
componentes de su competencia institucional. 
 
b) Verificar el cumplimiento, la validez y la suficiencia del sistema de control interno de su 
competencia institucional, informar de ello y proponer las medidas correctivas que sean pertinentes. 
 
c) Verificar que la administración activa tome las medidas de control interno señaladas en la LGCI, 
en los casos de desconcentración de competencias, o bien la contratación de servicios de apoyo con 
terceros; asimismo, examinar regularmente la operación efectiva de los controles críticos, en esas 
unidades desconcentradas o en la prestación de tales servicios. 
 



 

d) Asesorar, en materia de su competencia, al jerarca del cual depende; además, advertir a los 
órganos pasivos que fiscaliza sobre las posibles consecuencias de determinadas conductas o 
decisiones, cuando sean de su conocimiento. 
 
e) Autorizar, mediante razón de apertura, los libros de contabilidad y de actas que deban llevar los 
órganos sujetos a su competencia institucional y otros libros que, a criterio del auditor interno, sean 
necesarios para el fortalecimiento del sistema de control interno. 
 
f) Preparar los planes de trabajo, por lo menos de conformidad con los lineamientos que establece la 
Contraloría General de la República. 
 
g) Elaborar un informe anual de la ejecución del plan de trabajo y del estado de las 
recomendaciones de la auditoría interna, de la Contraloría General de la República y de los 
despachos de contadores públicos; en los últimos dos casos, cuando sean de su conocimiento, sin 
perjuicio de que se elaboren informes y se presenten al jerarca cuando las circunstancias lo 
ameriten. 
 
h) Mantener debidamente actualizado el reglamento de organización y funcionamiento de la 
auditoría interna. 
 
i) Las demás competencias que contemplen la normativa legal, reglamentaria y técnica aplicable, 
con las limitaciones que establece el artículo 34 de la LGCI. 
 
Artículo 11. Deberes.  El Auditor Interno y los demás funcionarios de la Auditoría Interna, tendrán 
las siguientes obligaciones: 
 
a)  Cumplir las competencias asignadas por ley. 
 
b)  Cumplir el ordenamiento jurídico y técnico aplicable. 
 
c) Colaborar en los estudios que la Contraloría General de la República y otras instituciones realicen 
en el ejercicio de competencias de control o fiscalización legalmente atribuidas. 
 
d) Administrar, de manera eficaz, eficiente y económica, los recursos del proceso del que sea 
responsable. 
 
e) No revelar a terceros que no tengan relación directa con los asuntos tratados en sus informes, 
información sobre las auditorías o los estudios especiales de auditoría que se estén realizando ni 
información sobre aquello que determine una posible responsabilidad civil, administrativa o 
eventualmente penal de los funcionarios de los entes y órganos sujetos a la LGCI. 
 
f) Guardar la confidencialidad del caso sobre la información a la que tengan acceso. 
 
g) Acatar las disposiciones y recomendaciones emanadas de la Contraloría General de la República. 
En caso de oposición por parte de la auditoría interna referente a tales disposiciones y 



 

recomendaciones, se aplicará el artículo 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República. 
 
h) Facilitar y entregar la información que les solicite la Asamblea Legislativa en el ejercicio de las 
atribuciones que dispone el inciso 23) del artículo 121 de la Constitución Política, y colaborar con 
dicha información. 
 
i) Cumplir los otros deberes atinentes a su competencia.  El Auditor y lo demás funcionarios de la 
Auditoría, tendrán las siguientes potestades, en concordancia con lo establecido en el artículo 33 de 
la LGCI y en la demás normativa aplicable: 
 

a)  Libre acceso, en cualquier momento, a todos los libros, los archivos, los valores, las cuentas 
bancarias y los documentos de la Municipalidad y de los demás entes y órganos de su competencia, 
así como de los sujetos privados, únicamente en cuanto administren o custodien fondos o bienes 
públicos de la Municipalidad. También tendrán libre acceso a otras fuentes de información 
relacionadas con su actividad.  El Auditor Interno queda autorizado para acceder, para sus fines, en 
cualquier momento, a las transacciones electrónicas que consten en los archivos y sistemas 
electrónicos, que realicen los entes con los bancos u otras instituciones, para lo cual la 
administración deberá facilitarle los recursos que se requieran.  
 
b) Solicitar a cualquier funcionario y sujeto privado que administre o custodie fondos públicos de los 
entes y órganos de su competencia institucional, en la forma, las condiciones y el plazo razonable, 
los informes, datos y documentos para el cabal cumplimiento de sus competencias. En el caso de 
sujetos privados, la solicitud será en lo que respecta a la administración o custodia de fondos 
públicos de los entes y órganos de su competencia institucional. 
 
c) El Auditor y el personal de la Auditoría tendrán la potestad de solicitar, a funcionarios de cualquier 
nivel jerárquico, la colaboración, el asesoramiento y las facilidades que demande el ejercicio de la 
Auditoría. 
 
Artículo 12. Potestades 
 
a)  Cualesquiera otras potestades necesarias para el cumplimiento de sus competencias, de acuerdo 
con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable. 
 
 
Artículo 13. Prohibiciones.  El Auditor y los demás funcionarios de la Auditoría tendrán, las 
siguientes prohibiciones: 
 
a) Realizar funciones y actuaciones de administración activa, salvo las necesarias para cumplir sus 
competencias. 
 
b)  Formar parte de un órgano director de un procedimiento administrativo. 
 
c) Ejercer profesiones liberales fuera del cargo, salvo en asuntos estrictamente personales, en los de 
su cónyuge, sus ascendientes, descendientes y colaterales por consanguinidad y afinidad hasta 



 

tercer grado, o bien, cuando la jornada no sea de tiempo completo, excepto que exista impedimento 
por la existencia de un interés directo o indirecto del propio ente u órgano. De esta prohibición se 
exceptúa la docencia, siempre que sea fuera de la jornada laboral. 
 
d) Participar en actividades político-electorales, salvo la emisión del voto en las elecciones 
nacionales y municipales. 
 
e) Revelar información sobre las auditorías o los estudios especiales de auditoría que se estén 
realizando y sobre aquello que determine una posible responsabilidad civil, administrativa o 
eventualmente penal de los funcionarios de los entes y órganos sujetos a la LGCI. 
 
f) Otras que determine la normativa legal y técnica aplicable. 
 
Artículo 14.- Servicios que presta la Auditoría.  La Auditoría brinda servicios de auditoría, los 
cuales consisten en estudios de auditoría (auditoría financiera y operativa) y estudios especiales.  
También presta servicios de carácter preventivo, constituidos por la asesoría, la advertencia y la 
autorización de libros.  El Auditor diseñará, documentará e implantará los procedimientos de los 
servicios de auditoría y los preventivos que presta. Asimismo, al Auditor le compete elaborar 
efectivos instrumentos para la administración de esos servicios y de la Auditoría en general. 
 
Artículo 15.- Servicios de Auditoría.  La Auditoría realizará, de acuerdo con su programa anual de 
trabajo, estudios de auditoría de dos tipos, básicamente, financiero y operativo y estudios especiales 
de auditoría sobre aspectos específicos.  En la realización de esos estudios se aplicará la 
metodología y el procedimiento de trabajo definido por el Auditor.  Los papeles de trabajos se 
elaborarán, obtendrán y controlarán siguiendo el procedimiento vigente, establecido por la Auditoría 
sobre ese particular.  Estos servicios de auditoría, abarcan a la Municipalidad y a los órganos y entes 
de su competencia institucional, incluidos los sujetos  privados que reciban transferencias de la 
Municipalidad.  La Auditoría, comunicará los resultados de los servicios de auditoría,  mediante 
informes de control interno e informes sobre responsabilidades (relaciones de hechos), según 
corresponda. La comunicación de resultados se realizará de acuerdo con el procedimiento vigente, 
definido y comunicado por el Auditor y con base en la normativa emitida por la Contraloría.  A criterio 
del Auditor, si las circunstancias lo ameritan, se pueden emitir informes parciales de control interno, 
en el transcurso de los estudios. En ese caso, en el informe final de control interno, se hará 
referencia, a los informes parciales que se hayan girado durante el estudio. 
 
Los informes de control interno, parciales y finales y los informes sobre responsabilidades 
(relaciones de hechos), están sujetos al trámite y a los plazos improrrogables previstos en los 
artículos que van del 36 al 38 de la LGCI.  El Auditor, de previo a la comunicación oficial del informe 
de control interno, debe realizar la discusión verbal de los resultados del estudio ante los 
funcionarios de la Municipalidad y ante aquellas otras personas responsables de ordenar la 
implantación de las recomendaciones o que estén, a criterio del Auditor, relacionadas con los 
asuntos sujetos del estudio. Esa comunicación verbal, está regulada en el procedimiento vigente, 
definido y comunicado por el Auditor, para el trámite de los informes de la Auditoría.  La 
comunicación verbal no procede efectuarla respecto de las relaciones de hechos.  Las relaciones de 
hechos que emita la Auditoría, se ajustarán en cuanto a su forma y contenido a las directrices que 
promulgue la Contraloría y al procedimiento vigente, definido y comunicado por el Auditor, para el 
trámite de los informes de la Auditoría. 
 



 

Artículo 16. Servicios preventivos.  Como parte de los servicios preventivos, la Auditoría brinda 
asesoría al Concejo. Esa asesoría puede ser verbal o escrita, sobre asuntos de competencia de la 
Auditoría y  a solicitud expresa del Concejo.  También la Auditoría presta servicios de advertencia, 
dirigidos a la Municipalidad y a los demás  órganos o entes de la competencia institucional, incluidos 
los entes privados, que reciban fondos públicos. Este servicio será de oficio, cuando los asuntos 
sean de conocimiento del Auditor.  La asesoría y la advertencia, no son vinculantes para el que las 
recibe; las decisiones que tome con base en ellas quedan bajo su entera responsabilidad; sin 
embargo, la Auditoría verificará posteriormente, lo actuado por la administración.  Los resultados de 
los servicios preventivos se comunican  por escrito en lo posible y por los medios que la Auditoría 
considere pertinentes.  El servicio de autorización de libros lo presta la Auditoría, de conformidad con 
la normativa emitida por la Contraloría y con el procedimiento vigente, definido y comunicado por el 
Auditor Interno. 
 
Artículo 17. Actividades de seguimiento.  La Auditoría debe formular y ejecutar actividades de 
seguimiento, enfocadas a verificar la efectividad con que se implantan los resultados de los servicios 
de auditoría, las disposiciones de la Contraloría y las recomendaciones de otros órganos de control, 
que hayan sido puestas en su conocimiento.  La administración por su parte, debe establecer un 
plan de seguimiento del avance de la implantación de las recomendaciones giradas por la Auditoría, 
así como de las disposiciones de la Contraloría y demás recomendaciones de otros órganos de 
control, que hayan sido puestas en su conocimiento.  Asimismo, debe velar por el cumplimiento de 
los plazos dispuestos para atender las recomendaciones o disposiciones.  
 
Artículo 18.- Atención de denuncias.  El Auditor establecerá un procedimiento, para la 
admisibilidad y atención de denuncias y para garantizar la confidencialidad del denunciante, de 
conformidad con lo establecido en la legislación aplicable.  
 

CAPITULO III 
 

   DISPOSICIONES FINALES  
 

Artículo 19. Vigencia del reglamento.  Rige a partir de su publicación en el Diario Oficial La 
Gaceta. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Avalar las modificaciones realizadas al Reglamento de la 
Auditoría Interna.  
 
ARTICULO 8.  Se somete a discusión el Oficio DO.0198-2007, suscrito por el Ing. José Luis 
Zumbado Chaves, Director del Área Técnica Operativa, por cuyo intermedio se refiere al proyecto 
“Adquisición de terreno de interés público”. 
   
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, sugiere que también se debe realizar la 
declaratoria de la propiedad para el Ebais de Escobal. 
 
Consecuente con  la Meta-305-5 contenido en el Segundo Extraordinario del Plan Anual Operativo 
2007, le adjunto informe técnico para efectos de solicitud de compra  de terreno, hoy  propiedad de 
la Asociación  Nacional de Educadores Ande, y así consolidar zona publico institucional donde se 
pretende construir el nuevo edificio municipal.  Para tal fin esta información es remitida a la Dirección 
Jurídica con el expediente para que en asocio con la Alcaldía procedan   con  el tramite de interés.  
 

INFORME TÉCNICO 



 

 
ORIGEN.  El presente informe técnico se elabora con la finalidad de que el mismo sea un insumo  
para proceder con la  compra de bien inmueble a favor municipal, y tomando en cuenta factores 
como ubicación, naturaleza, condiciones y situaciones  que lo hacen  configurar como un bien propio 
para la finalidad propuesta, la cual consiste en conformar una zona publico institucional donde se 
construya entre otros el nuevo Edificio Municipal.  
 
OBJETIVO.  Describir la situación real del sector y terreno  de interés, para propiciar la justificación 
de realizar mediante  compra de un terreno de interés público, registrado en el plano de catastro H-
805700-2002 parte de la finca inscrita en el Folio Real 4033843-000, el cual se pretende adquirir 
para consolidar una zona publico institucional que permita  la posibilidad de construir el nuevo 
edificio municipal y otras construcciones e instalaciones afines.  
 
POLÍTICA DE DESARROLLO URBANO:  La Corporación Municipal del Cantón de Belén como 
Gobierno Local, bajo los principios jurídicos de la Carta Magna y el Código Municipal, promueve, 
coordina, dirige y ejecuta el más lógico y apropiado ordenamiento del uso del suelo dentro de 
su jurisdicción, con sus respectivas reglamentaciones, basado en un concepto de Desarrollo 
Urbano ordenado, todo esto bajo las disposiciones de la Ley de Planificación Urbana.  Entiéndase 
como Desarrollo Urbano Ordenado, aquel proceso lógico que organiza, dimensiona y opera en la 
circunscripción de interés, haciendo que su contexto físico-espacial se convierta en un ambiente 
apropiado para que los fenómenos económicos, ecológicos, políticos, sociales y culturales se 
desarrollen sin marginación. 
 
ZONIFICACIÓN.  Es indispensable que el Gobierno Local establezca precauciones que impidan que 
se presenten conflictos de uso en el Cantón; de igual manera, es indispensable crear Zonas Publico 
Institucionales que permitan el desarrollo publico, aprovechando toda la infraestructura y los 
servicios existentes de la zona.     
 
CARACTERÍSTICAS DE LA ZONA.  Enmarcada principalmente por el centro del Cantón de Belén y 
sus alrededores inmediatos, el cual reúne diferentes características, como áreas residenciales, 
comerciales y turísticas. Posee todas las facilidades de un centro urbano en cuanto a disponibilidad 
de servicios públicos; una red vial construida por calles asfaltadas en buen estado que se comunica 
con Heredia, Alajuela, San José Centro, Santa Ana, Ciudad Colon, San Rafael de Alajuela, entre 
otros.  Se presenta un desarrollo comercial importante constituido por centros comerciales y locales 
con gran auge económico, sobre todo en el cuadrante urbano.  Los sectores residenciales se 
encuentran muy desarrollados y en los  sectores aledaños encontramos algunos puntos de 
recreación y centros turísticos.  Lo anterior demuestra el auge urbanístico y  comercial  desarrollado 
en la zona, con lo que se hace necesario la implantación de Zonas Publico Institucionales  que logre 
un equilibrio entre el desarrollo privado y el desarrollo publico. 

CARACTERÍSTICAS DEL TERRENO A ADQUIRIR.  El terreno adquirir pertenece a la Asociación 
Nacional de Educadores, cédula Jurídica 3-002-045317 y corresponde a parte de la finca inscrita en 
el Folio Real 4-033843-000, según plano de catastro H-805700-2002, con un área de 3.985.97 m2 y 
que corresponde a un terreno sin construcción de forma rectangular,  ubicado contiguo a colindancia 
este de propiedad municipal, inscrito en el  Folio Real 4162097-000, con un área de 1.200 m2, según   



 

plano de catastro H-730599-2001, donde se ha destinado la construcción del nuevo edificio 
municipal.  Al terreno de interés se le practico el avalúo administrativo AV.ADM.43-2007 por parte del 
ministerio de Hacienda, con un valor de ¢30.000.00  el metro cuadrado, para un total de 
¢118,979.100,00 (Ciento dieciocho millones novecientos setenta y nueve mil cien colones).  Este 
terreno es estratégico para consolidar el área necesaria para el nuevo edificio municipal con  
infraestructura complementaria y para la conformación de una zona publico institucional 
principalmente a desarrollar en conjunto con el edificio municipal en un sector donde se proyecta su 
habilitación por medio de una  nueva carretera, lo que permite adquirir este terreno en verde a un 
precio aceptable antes que el desarrollo tan acelerado del cantón imposibilite la adquisición del 
mismo, tomando en cuenta factores sustantivos como ubicación, naturaleza, condiciones y situación 
de un bien  localizado en una zona de alto valor de la tierra y en colindancia con el proyecto de 
construcción del nuevo edificio municipal.  

PLAN ANUAL OPERATIVO 2007.  En el Presupuesto Extraordinario 02-2007 se aprueba el código 
presupuestario 5-01-03-03-05-03-01, con un monto de ¢125,000.000,00(Ciento veinticinco millones 
de colones) para efectos de compra de terreno colindante a la propiedad donde se pretende 
desarrollar el nuevo edificio municipal, a efectos de propiciar un espacio adecuado de infraestructura 
que consolide una zona publico institucional y donde se aproveche la infraestructura y servicios 
públicos en forma integral. 

PLAN ANUAL OPERATIVO 2008.  En el Presupuesto Ordinario 2008 se plantea la Meta 305-02, 
con un monto de ¢85.973090.00(Ochenta y cinco millones novecientos setenta y tres mil noventa 
colones) para efectos de diseño y planos del nuevo edificio municipal, lo cual forma parte de la 
agenda de desarrollo estratégica de la municipalidad, en el eje Desarrollo y Mejoramiento de la 
Administración Municipal.. 

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO.  A la fecha se cuenta  con  el expediente administrativo 
compuesto de los siguientes documentos:  

1. Plano de catastro H-805700-2002 
2. Estudio de registro de la finca 4033843-000  
3. Certificado de uso del suelo 
4. Avalúo administrativo AV.ADM.43-2007, de fecha 12 de junio de 2007  
5. Certificación de Tesorería Municipal sobre disponibilidad presupuestaria para realizar la 

compra del terreno de interés. 
6. Personería jurídica del Alcalde Municipal  
7. Mapa parcelario del cantón, indicando el  sector, la  proyección vial propuesta y la       parcela  

a adquirir. 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Declarar de interés público un terreno, registrado 
en el plano de catastro H-805700-2002 parte de la finca inscrita en el Folio Real 4033843-000, el 
cual se pretende adquirir para consolidar una zona publico institucional que permita  la posibilidad de 
construir el nuevo edificio municipal y otras construcciones e instalaciones afines.  SEGUNDO:  
Publicar el presente acuerdo en el Diario Oficial La Gaceta. 
 



 

ARTICULO 9.  Se somete a discusión el Oficio DO.0199-2007, suscrito por el Ing. José Luis 
Zumbado Chaves, Director del Área Técnica Operativa, por cuyo intermedio presenta informe técnico 
para  la adquisición de terreno de interés público en el sector de Barrio Escobal.   
 
Consecuente con  la Meta-304-04 contenido en el Ordinario del Plan Anual Operativo 2007, le 
adjunto informe técnico para efectos de solicitud de compra  de  parte de terreno, hoy  propiedad de 
Ramón Alberto Villanea Venegas, y así consolidar zona publico institucional, donde actualmente  se 
construya el Centro Infantil Modelo del Cantón  de Belén,  y donde se pretende construir el Ebais y 
otras facilidades comunales necesarias para el desarrollo actual y futuro.  Lo anterior se fundamenta 
en la Sesión Ordinaria Nº.10-2005, del 15 de febrero de 2005, donde se aprobó entre otros declarar 
de demostrado de interés publico la finca Folio Real 4043564-000.  Para tal fin esta información es 
remitida a la Dirección Jurídica junto con el expediente  para que en asocio con la Alcaldía proceda 
con la parte jurídica para el tramite respectivo. 
 

INFORME TÉCNICO 
 
ORIGEN.  El presente informe técnico se elabora con la finalidad de que el mismo sea un insumo 
para proceder con la compra de un bien inmueble a favor municipal y tomando en cuenta factores 
como ubicación, naturaleza, condiciones y situaciones  que lo hacen  configurar como un  bien  
propio para la finalidad propuesta, la cual consiste en conformar una zona publico institucional  en 
Barrio Escobal, mediante la adquisición de un terreno que aumente el área existente  de la 
propiedad municipal colindante y registrada en el Folio Real 4205325-000, según plano de catastro 
H-1166395-2007  
 
OBJETIVO.  Describir la situación real del sector y terreno, para propiciar la justificación de realizar 
compra para la adquisición del  terreno de interés público, parte de la finca inscrita en el Folio Real 
4043564-000, el cual se pretende adquirir para consolidar una zona publico institucional que permita  
la posibilidad de construir el nuevo Ebais de  Escobal de San Antonio y otras construcciones e 
instalaciones afines. 
 
POLÍTICA DE DESARROLLO URBANO:  La Corporación Municipal del Cantón de Belén como 
Gobierno Local, bajo los principios jurídicos de la Carta Magna y el Código Municipal, promueve, 
coordina, dirige y ejecuta el más lógico y apropiado ordenamiento del uso del suelo dentro de 
su jurisdicción, con sus respectivas reglamentaciones, basado en un concepto de Desarrollo 
Urbano ordenado, todo esto bajo las disposiciones de la Ley de Planificación Urbana.  Entiéndase 
como Desarrollo Urbano Ordenado, aquel proceso lógico que organiza, dimensiona y opera en la 
circunscripción de interés, haciendo que su contexto físico-espacial se convierta en un ambiente 
apropiado para que los fenómenos económicos, ecológicos, políticos, sociales y culturales se 
desarrollen sin marginación. 
 
ZONIFICACIÓN.  Es indispensable que el Gobierno Local establezca precauciones que impidan que 
se presenten conflictos de uso en el Cantón; de igual manera, es indispensable crear Zonas Publico 
Institucionales que permitan el desarrollo publico, aprovechando toda la infraestructura y los 
servicios existentes de la zona, y considerando terrenos disponibles que colinden con propiedades 
municipales destinadas a las facilidades comunales.     



 

 
CARACTERÍSTICAS DE LA ZONA.  Enmarcada principalmente por terrenos localizados hacia el 
sur oeste del  Cantón de Belén en los alrededores del Barrio Escobal,  sector de características 
residenciales, con una pequeña mezcla de comercios principalmente. Posee todo tipo de servicio 
publico una red vial constituida por calles asfaltadas en regular estado que lo  comunican con Santa 
Ana, Ciudad Colon, San Rafael de Alajuela, entre otros.  Se presenta un desarrollo comercial 
importante constituido por restaurantes, sodas, abastecedores principalmente y algunas industrias.  
Los sectores residenciales se encuentran muy desarrollados y  se carece de infraestructura 
adecuada para Centros de Salud y Centros de Educación Primaria, Públicos, lo que hace que los 
niñas y niños  tengan que trasladasen en largas distancias, hasta llegar al centro Educativo más 
cercano.  

CARACTERÍSTICAS DEL TERRENO A ADQUIRIR.  El terreno a adquirir pertenece al señor Ramón 
Alberto Villanea Venegas, cédula 4-081-211 y corresponde a parte de la finca inscrita en el Folio 
Real 4043564-000, con un área de 2.141.46 m2 y que corresponde a un terreno sin construcción de 
forma irregular,  ubicado contiguo a colindancia norte de la  propiedad municipal, inscrito en el  Folio 
Real 4205325-000, según   plano de catastro H-1166395-2007 correspondiente a facilidades 
comunales.  Un segundo terreno a adquirir pertenece a la Sociedad Agrícola Villanea S. A., Cédula 
Jurídica 3-101-052509 y corresponde a  finca completa  inscrita en el Folio Real 2201869-000, según 
plano de catastro A-0492654-1983, con un área de 312.05 m2 y que corresponde a un terreno sin 
construcción de forma regular,  ubicado en forma medianera al terreno descrito antes mencionado, y 
que consolida una parcela regular reuniendo ambas fincas, las cuales colindan al  norte de la 
propiedad municipal, inscrito en el  Folio Real 4198419-000, descrita anteriormente.  

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Declarar de interés público el terreno del señor 
Ramón Alberto Villanea Venegas, cédula 4-081-211 y corresponde a parte de la finca inscrita en el 
Folio Real 4043564-000, con un área de 2.141.46 m2 y que corresponde a un terreno sin 
construcción de forma irregular,  ubicado contiguo a colindancia norte de la  propiedad municipal, 
inscrito en el  Folio Real 4205325-000, según   plano de catastro H-1166395-2007 correspondiente a 
facilidades comunales.  Un segundo terreno a adquirir pertenece a la Sociedad Agrícola Villanea S. 
A., Cédula Jurídica 3-101-052509 y corresponde a  finca completa  inscrita en el Folio Real 2201869-
000, según plano de catastro A-0492654-1983, con un área de 312.05 m2 y que corresponde a un 
terreno sin construcción de forma regular,  ubicado en forma medianera al terreno descrito antes 
mencionado, y que consolida una parcela regular reuniendo ambas fincas, las cuales colindan al  
norte de la propiedad municipal, inscrito en el  Folio Real 4198419-000, descrita anteriormente.  
SEGUNDO:  Publicar el presente acuerdo en el Diario Oficial La Gaceta.  

 
ARTICULO 10.  Dictamen del Lic. Luis Antonio Alvarez Chaves, caso de la señora Lilliana Ortega 
Mata, que cita:  Visto y analizado el requerimiento del Concejo Municipal en acuerdo tomado en 
sesión 262-2007, Capítulo IV, artículo 16 en el cual se conoce el memorial presentado por el Lic. 
Luis Bernardo Parini Segura como abogado de la señora Lilliana Ortega Mata, me permito referirme 
a dicha moción en los siguientes términos: 
 
PRIMERO: DEL CONTENIDO DE LA PETICIÓN EN ESTUDIO:  Pretende el Lic. Parini Segura que 
el Concejo Municipal retome o reconsidere el conocimiento del Recurso de Apelación que la señora 



 

Ortega Mata interpuso contra el acto administrativo dictado por el Alcalde Municipal en relación con 
el Concurso Interno 02-2005 para lo cual argumenta que “(…), siendo que el Recurso de Apelación 
lo era para ante el Concejo Municipal, el Alcalde lo remite directamente al Juzgado de Trabajo de 
Menor Cuantía de Flores, lo cual era improcedente, éste a su vez,  se declara incompetente y lo 
remite al Juzgado de Trabajo de Mayor Cuantía de Heredia, en donde se traba la litis, mientras se 
dirimía en sede administrativa la competencia para analizar la apelación entre el Concejo Municipal y 
la Alcaldía generando el acuerdo supracitado,  para luego el alcalde interponer el veto, resultando la 
resolución del Tribunal Contencioso Administrativo acogiendo el veto. “  Ciertamente el asunto ya ha 
sido conocido por el Tribunal Superior Contencioso Administrativo, quien al resolver en resolución Nº 
530 de las 16:20 horas del 16 de noviembre de dos mil seis, el veto que el Alcalde interpuso contra 
el acuerdo del Concejo Municipal que determina que se le compete analizar dicha apelación, no solo 
se pronunció como un jerarca impropio; sino que además dicta una resolución que dirime un 
conflicto de competencias entre los dos órganos superiores del Gobierno Municipal. 
 
Sin embargo para comprender bien el tema del conflicto de competencias resuelto por el Tribunal al 
abordar el veto interpuesto, es necesario comprender de previo algunos temas relacionados con el 
esquema de gobierno de las Municipalidades. 
 
SEGUNDO: DE LOS ORGANOS SUPERIORES DE GOBIERNO MUNICIPAL Y DE LA 
DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS.  Si bien es cierto el actual Código Municipal hace una 
distribución de competencias asignadas a los diferentes órganos del municipio, es importante hacer 
un análisis adecuado de las mismas, ya que en la práctica y en el actuar de la Municipalidad como 
organización compleja, se presentan situaciones que en definitiva pueden llevar a confusiones.  No 
podemos hablar de distribución de competencias internas entre el Concejo y el Alcalde, si antes no 
tenemos claro el significado y la diferenciación de algunos conceptos básicos. 
 
1- Competencia.  Podemos entender por Competencia el conjunto de atribuciones asignadas a 

un Órgano Público por el Ordenamiento Jurídico, para el cumplimiento de los fines que le 
fueron atribuidos.  En este sentido se pronuncia EMILIO FERNANDEZ VAZQUEZ al disponer que: 
“...la competencia de un órgano administrativo es la esfera de atribuciones a él encomendadas 
por el Ordenamiento Jurídico, o sea, el conjunto de facultades y funciones que él ejerce.”1  En 
otras palabras, “La competencia es así como la capacidad de obrar en cada caso concreto.”2 
O bien, “la atribución legal de una determinada actividad a un ente público, la que legitima su 
obrar.” 3  Como vemos, de las definiciones esbozadas podemos desprender que la 
competencia constituye un derecho-deber ineludible del Órgano y esta competencia de cada 
órgano, debe establecerla el Ordenamiento Jurídico por el Principio de Legalidad, según el 
cual la Administración únicamente puede hacer lo que se le autoriza expresamente.  
Igualmente, la Procuraduría General de la República ha señalado que “La competencia es la 
aptitud para actuar de las personas u órganos públicos.  

 
1 FERNÁNDEZ VAZQUEZ (Emilio), Diccionario de Derecho Público, 1ra. Edición, Editorial 

Astrea, Buenos Aires, 1981, p.112 
2 GALLARDO FALLA (Fernando), Tratado de Derecho Administrativo, Vol. II, Instituto de 

Estudios Políticos, Madrid, 1960, p.125 
3 Ibíd.  



 

 
Comprende el conjunto de poderes y deberes otorgados por el Ordenamiento Jurídico a una 
autoridad administrativa. Es ese sentido, es la medida de la acción de esa autoridad, señalando los 
límites de su accionar.”4  En principio, la competencia es irrenunciable, indelegable e improrrogable, 
con la excepción a esta regla, cual es, la transferencia interna de competencias, por ejemplo, la 
delegación y la avocación. Esto de conformidad con lo dispuesto en el artículo 66, párrafo primero y 
artículo 70 de la Ley General de la Administración Pública.  Es importante tener clara la definición, 
características y límites de la Competencia, ya que, según lo dispuesto por el artículo 129 de la Ley 
General de la Administración Pública, la misma va a determinar la validez del acto emitido por el 
Órgano Administrativo.  Existen varios criterios determinantes de la competencia del Órgano 
Administrativo.  Veamos: 
 
a. Por razón de la materia.  Es decir, por la naturaleza del cometido que se encomienda al Órgano.5 
Este criterio resulta fundamental en la valoración del caso que nos ocupa, puesto que la materia de 
empleo público municipal, según la línea jurisprudencial sostenida por el Tribunal Superior 
Contencioso Administrativo en el referido voto 530 de las 16:20 horas del 16 de noviembre de dos 
mil seis, precisamente ratifica que es una competencia exclusiva del Alcalde Municipal todo lo 
concerniente a los nombramientos de los servidores municipales. 
 
b. Por razón del tiempo.  Está referida al lapso de tiempo dentro del cual es legítimo el ejercicio de 
la función. 
 
c. Por razón del territorio.  Esta competencia trata del “ámbito espacial dentro del cual es legítimo 
el ejercicio de la función administrativa respectiva. Se vincula normalmente a la división 
administrativa del territorio del Estado o a las circunscripciones administrativas en las cuales el ente 
administrativo debe ejercer sus atribuciones.”6  En el caso de las Municipalidades, la competencia 
por razón del territorio de sus órganos, está limitada al cantón y a los distritos que la conforman. 
 
d. Por razón del Grado o Jerarquía.  O sea, de conformidad con la posición que el Órgano ocupa 
dentro de la relación jerárquica de la Organización Administrativa. “Se caracteriza por las 
atribuciones que puede ejercitar el Órgano dependiendo de su posición en la ordenación jerárquica 
de la Administración.”7   En este sentido, el artículo 64, párrafo primero de la Ley General de la 
Administración Pública estatuye que: “La competencia por razón del grado y los poderes 
correspondientes, dependerán de la posición del Órgano en la línea jerárquica...” En este 
punto es viable aclarar que, según numeral 101 de la misma Ley citada, “Habrá relación jerárquica 
entre el superior e inferior cuando ambos desempeñen funciones de la misma naturaleza y la 
competencia del primero abarque la del segundo por razón del territorio y de la materia.” Y, en 
el artículo 102 de la misma Ley se desglosan las diferentes potestades que tiene el superior 
jerárquico sobre el inferior, artículo éste de suma importancia  porque es el que nos permitirá 

 
4 Procuraduría General de la República, Dictamen N° C-041-99, de 14 de Febrero de 1999. 
5 Véase en igual sentido, FERNÁNDEZ VAZQUEZ (Emilio), Op.cit.  p. 114 
6 JINESTA LOBO (Ernesto), Tratado de Derecho Administrativo I, 1ra. Edición, Biblioteca Jurídica 

DIKE, San José, 2002, p.315 
7 Ibíd. p.320 



 

analizar más adelante, si en verdad dentro de la Organización Administrativa Municipal, existe 
realmente una relación de jerarquía entre el Concejo y el Alcalde Municipal. 
 
Sobre este criterio es igualmente importante considerar que la línea que pareciera asumir el Código 
Municipal en materia de nombramiento, promoción y remoción del personal municipal es que el 
Concejo Municipal en materia recursiva de estas competencias, no actúa como superior jerárquico 
del Alcalde. 
 
2) Transferencia interna de competencias.  La competencia debe resultar siempre del 
Ordenamiento Jurídico, es obligatoria para quien se la ha atribuido, no puede ser prorrogada, salvo 
en caso de transferencia interna de competencias, como la delegación y la avocación, para lo cual 
considera esta asesoría prudente aclarar estos conceptos brevemente: 
 
a. Delegación.  Con la delegación, el Órgano superior jerárquico puede transferir competencias de 
su esfera al Órgano inmediato inferior. En este sentido, la Ley establece una serie de límites a la 
delegación que son las siguientes: 
 
a) Artículo 85, párrafo primero y 89, párrafo segundo de la Ley General de la Administración 

Pública: La delegación debe ser autorizada por norma expresa y temporal. 
b) Artículo 90.c) e la Ley General de la Administración Pública: No puede ser total y no pueden 

delegarse competencias esenciales. 
c) Artículo 89.3) de la Ley General de la Administración Pública: No pueden delegarse 

competencias otorgadas a un Órgano en razón de la específica idoneidad para desempeñar el 
cargo. 

d) Artículo 90.b) de la Ley General de la Administración Pública: No es procedente la 
“subdelegación”. 

e) Artículo 90.d) de la Ley General de la Administración Pública: Sólo puede operar entre 
Órganos de la misma clase, por razón de la materia, territorio u naturaleza de la función. 

f) Artículo 90.e) de la Ley General de la Administración Pública: El Órgano colegiado no puede 
delegar sus funciones. 

g) Artículo 89.4) de la Ley General de la Administración Pública: Si es general (para un tipo de 
actos), cobra eficacia a partir de su publicación en el Diario Oficial.8  

 
b. Avocación.  Es entendida como la transferencia en la que el Órgano Superior se arroga el 
ejercicio de las competencias de un inferior suyo. Eso sí, debe ser para el conocimiento de un tipo o 
determinado acto.  Por el artículo 93, párrafo quinto de la Ley General de la Administración Pública, 
los principios propios de la delegación serán de aplicación en la avocación, en lo que le sean 
compatibles. 

 
3.  Concejo Municipal y el Alcalde Municipal como órganos superiores del Gobierno Local.  Es 
sumamente interesante considerar que el origen mismo de la organización municipal como entidad 
autónoma territorial, se deriva de una norma de rango constitucional. En este sentido al artículo 169 
de la Constitución Política es el que nos viene a establecer la base de esta regulación, disponiendo 

 
8 Véase en igual sentido, JINESTA LOBO (Ernesto). Op.cit. p.31 



 

lo siguiente:  Artículo 169: La administración de los intereses y servicios locales en cada 
cantón, estará a cargo del Gobierno Municipal, formado de un cuerpo deliberante, integrado 
por regidores municipales de elección popular y de un funcionario ejecutivo que designará la 
ley.  Podemos apreciar desde ahora, cómo la intención del legislador constituyente fue la de 
establecer a ese elevado nivel normativo, que el Gobierno Local consta de dos órganos superiores: 
El Concejo Municipal y el Ejecutivo Municipal (designado hoy con el nombre de Alcalde por el actual 
Código Municipal).  Podríamos aventurarnos a especular en este punto, cuál fue la razón de ser de 
esta regulación constitucional y en este sentido la trascripción de las actas de a Asamblea Nacional 
Constituyente que cita el voto 5445-99 de la sala Constitucional nos permite comprender mejor la 
situación. Para ello debemos ubicarnos en el contexto histórico en cual se emite la Carta Magna de 
1948. 

En el referido voto se expone el debate que se produjo en el seno de la Constituyente y que se inició 
con una moción presentada por el representante Leiva Quirós, en la sesión No. 78, discusión que se 
recoge en las páginas 208 y siguientes del Tomo II de las actas de la Asamblea 9. En el acta No. 80 
el representante Chacón Jinesta expresó:  "[...] la autonomía municipal en Costa Rica nunca 
había existido, ya que las municipalidades siempre han estado supeditadas al Poder Ejecutivo 
por una serie de funcionarios y organismos. Si se desea realmente otorgar a las 
municipalidades su plena autonomía, deben desligarse del Ejecutivo" y el representante Baudrit 
Solera agregó:  "Por todos lados las municipalidades se ven obstruccionadas por el Ejecutivo, 
que interviene en las mismas a través de una serie de funcionarios y organismos. Si se ha de 
seguir así, lo mejor es establecer que el Ejecutivo nombrará directamente, para el gobierno de 
las localidades a tres funcionarios. Las municipalidades en Costa Rica van poco a poco 
perdiendo facultades. Es tan poco el interés que despiertan, que las funciones de munícipes 
se desempeñan con desgano. Es necesario que los ciudadanos se interesen más por los 
asuntos locales, creando una verdadera autonomía del régimen municipal".  

Coincidimos en este punto con la consideración histórica que la Sala Constitucional realiza en este 
voto 5445-99, cuando afirma que la Asamblea Nacional Constituyente al ocuparse del tema de la 
autonomía municipal, lo hace como una reacción evidente a la experiencia histórica de la 
intervención del Poder Ejecutivo en los asuntos locales; esto por cuanto al privar en los años 
anteriores al proceso constituyente, un sistema municipal intervenido directamente por el Poder 
Ejecutivo, lo que se quiso fue concebir uno distinto, que se desligara por completo de esa 
interferencia. Pero las propuestas de algunos diputados fueron mucho más radicales y en esa misma 
acta No. 80 se cita la moción presentada por el representante Leiva Quirós, que levantó una gran 
polémica y que decía textualmente:  "Las Corporaciones Municipales son órganos de la 
soberanía, autónomos y de elección popular".  Estas manifestaciones de los legisladores 
constituyentes nos llevan a verificar y probar cómo verdaderamente existía un interés por sustraer a 
las Municipalidades de la intervención centralista del Ejecutivo; resultando finalmente un sistema 
consensuado del Gobierno Municipal que es el que tenemos hoy día. 

Es así como ante un estado centralista que no estaba dispuesto a ceder terreno por un marcado 
presidencialismo histórico, era comprensible que se pretendiera conceder a las Municipalidades un 

 
9 Sala Constitucional, Voto No. 5445-99, de las 14 H. 30 del 14 de julio de 1999. 



 

régimen descentralizado con rango constitucional, en el cual la intervención del Poder Ejecutivo 
estuviera limitado por estas normas, concretamente los artículos 169 y 170 de la Constitución 
Política. El primero de ellos regulando la organización municipal con el fin de impedir una 
manipulación del Poder Ejecutivo en el Gobierno Municipal como titular de los intereses locales y el 
segundo estableciendo sin lugar a dudas la autonomía de este gobierno en tales asuntos.  A partir 
de estas disposiciones de la Constitución Política, el Código Municipal estructura el Gobierno Local 
con dos órganos superiores de  Gobierno, cada uno con una naturaleza jurídica diversa y con una 
distribución de competencias muy marcada entre ambos. 
 
a) Órgano deliberante: CONCEJO MUNICIPAL.  El Concejo Municipal es el órgano deliberativo 
del Gobierno Municipal. Señala don Eduardo Ortiz que por deliberación debe entenderse:  “... 
aquella resolución interna, oral y después documentada en acta, en virtud de la cual se regula el 
contenido de otro acto, que será adoptado por órgano ejecutivo distinto, normalmente con un amplio 
margen de discrecionalidad" 10  Agrega ese mismo autor que de dicha deliberación y en virtud del 
principio de "Deliberación Antecedente", surge una especie de norma - obligatoria para el órgano 
ejecutivo - aplicable a los casos similares que en el futuro debe resolver la Municipalidad.11  En el 
artículo 13 del Código Municipal se establecen las competencias que le corresponden al Concejo 
Municipal, enunciación que en nuestro criterio no es taxativa. Así lo ha indicado también la Sala 
Constitucional al resolver:  "... en cualquier entidad de carácter corporativo (como el Estado o los 
Municipios) las potestades residuales, valga decir, las competencias de la entidad que no estén 
atribuidas expresamente por la Constitución o la ley, según el caso, a un órgano específico, le 
corresponde ejercerlas siempre y sin excepción al jerarca, entendiéndose por tal en el sistema 
democrático al órgano de mayor representación democrática y pluralista. En el Estado, a la 
Asamblea Legislativa, en el caso de las Municipalidades al Concejo Municipal, en las Personas 
Jurídicas Corporativas no estatales, a las Asambleas correspondientes. El valor de éste principio se 
refuerza con el general de derecho público de que las competencias residuales de toda persona 
jurídica pública le corresponden al jerarca (Junta Directiva -si es ésta o su equivalente-.) "12 

En el mismo sentido, don Eduardo Ortiz señala:  "No creemos que esta enumeración sea taxativa, lo 
que iría contra el texto mismo del artículo 21, cuyo inciso 1) acepta cualquier otra competencia 
señalada por ley [ en el Código Municipal vigente, la norma que se equipara a la indicada está 
contenida en el inciso r) del artículo 13]. Y sobre todo, iría contra el carácter político representativo 
del Concejo, cuyo origen electoral legitima cualquier intervención suya en materia local por acto 

 

10 ORTIZ ORTIZ (Eduardo), La Municipalidad en Costa Rica, Instituto de Estudios de 
Administración Local, Madrid, 1987, p.123.  

11 Íbid., p.123.  

 

12 Sala Constitucional, Voto N° 3683- 94 de las 8 H 48 del 22 de julio de 1994.  



 

propio, de la naturaleza de la función deliberante de su cargo y dentro de las atribuciones de la 
Municipalidad" 13  

b) Órgano ejecutivo: ALCALDE MUNICIPAL.  El otrora llamado Ejecutivo Municipal es el 
funcionario ejecutivo previsto en el artículo 169 de la Constitución Política. Relativo a la naturaleza 
del cargo del órgano ejecutivo del Gobierno Municipal, la Sala Constitucional, mediante el Voto No 
1119-90 de 14:00 horas del 18 de setiembre de 1990, expresó que:  "El Ejecutivo Municipal es un 
servidor público cuya relación de servicio se encuentra regulada de modo especial en el Código 
Municipal, el cual lo excluye de la garantía de estabilidad laboral (que sí protege al resto de los 
empleados municipales) en dos sentidos : por una parte, autoriza un nombramiento a plazo fijo, por 
cuatro años ; de otra, exonera su nombramiento y remoción de los procedimientos que al efecto 
señala el Título V del Código tratándose de los funcionarios municipales que no dependan 
directamente del Consejo. En este caso, la garantía de estabilidad otorgada a los servidores públicos 
en la Constitución, viene a resultar limitada por la Ley, pues la restringe al requisito de una votación 
calificada (...) para su remoción antes del vencimiento del plazo, sin requerir justa causa. Con mayor 
razón, el vencimiento del plazo opera como causal de extinción legal de la relación, sin que se 
violenten por todo esto, los artículos 191 y 192 de la Constitución, pues ella autoriza dichas 
limitaciones.".14  
 
Más adelante la Sala indicó en ese Voto que :  "El cargo de Ejecutivo Municipal tiene una naturaleza 
especial; se trata de una forma de servicio caracterizada por una relación dual con el órgano 
superior, el Concejo Municipal, que lo nombra y remueve, pero que no es un superior jerárquico 
propiamente dicho. Entre el ejecutivo y el Concejo existe, por efecto de sus atribuciones propias, 
más bien una relación de confianza, compatible con su discrecionalidad en el cumplimiento de las 
instrucciones que de él recibe. Más que a órdenes del Consejo el ejecutivo está sometido a sus 
directrices. (...). Se trata, en suma, de una relación especialísima, que justifica ampliamente la 
exclusión del régimen común de los servidores públicos. El caso es aún más calificado puesto que la 
Constitución misma dio un rango y carácter diferente a todo el Régimen Municipal, otorgándole 
autonomía, y limitándose a señalar, apenas, que la administración de los intereses y servicios 
locales estará  a cargo del Gobierno Municipal (regidores municipales de elección popular) y de un 
funcionario o ejecutivo que designará  la ley. (Art. 169 constitucional).  
 
Los constituyentes no quisieron siquiera darle una denominación (y por ello un régimen concreto) al 
funcionario ejecutivo y dispusieron que ello lo haría la ley (Actas Asamblea Constituyente No. 80 art. 
3). Es claro que se trata de un funcionario de rango especial, de carácter sui géneris, que aunque 
pueda estimarse un servidor público, es uno de los casos de excepción autorizados por la 
Constitución y que están fuera del Estatuto o Régimen de Servicio Civil ; como un caso especial lo 
trata, incluso, la misma Constitución en el título dedicado al Régimen Municipal".  El Capítulo II del 
nuevo Código Municipal, Ley No. 7794 de 30 de abril de 1998 regula en los artículos 14 a 20 la 
figura del Alcalde Municipal, actual denominación dada al anterior Ejecutivo Municipal.  Por 

 
13 ORTIZ ORTIZ (Eduardo), Op.cit; p.128.  

 
14 Sala Constitucional, Voto No. 1119-90 de 14 H del 18 de septiembre de 1990 



 

disposición del numeral 14, el Alcalde Municipal es el mismo funcionario ejecutivo previsto en el 
numeral 169 constitucional, con la diferencia de que su nombramiento en el cargo público será de 
elección popular (Artículo 12), lo que ocurre a partir del año 2002. Igualmente, ostenta la 
representación legal de la respectiva municipalidad (Artículo 17, inciso n).  
 
Su nombramiento será por cuatro años, podrá ser reelegido y su cargo será renunciable.  El artículo 
17 define las atribuciones que le competen al Alcalde Municipal y consideramos que igualmente no 
se trata de una enunciación taxativa. 
 
TERCERO: DEL CONFLICTO DE COMPETENCIAS SUSRGIDO ENTRE EL ALCALDE 
MUNICIPAL Y EL CONCEJO MUNICIPAL CON OCASIÓN DEL RECURSO DE APELACION DE 
LA SEÑORA LILLIANA ORTEGA MATA. 
 
1. Resumen  de actuaciones del caso en estudio.  Para comprender adecuadamente el asunto en 
estudio conviene resumir las actuaciones administrativas a efectos de que este Concejo Municipal 
adopte una decisión ajustada a derecho. 
 
A. Por memorial presentado ante la Municipalidad de Belén, el 23 de enero del año dos mil seis, la 

señora Lilliana Ortega Mata, presenta recurso de revocatoria con apelación en subsidio, contra 
el acto administrativo número AM-M-026-2006, de 13 de enero de ese mismo año, según el cual 
no se le eligió para ocupar el puesto número 088 de Técnico Municipal 1-A, como promotora 
Cultural. 

 
B.  Que el Concejo Municipal, en Sesión Ordinaria número 05-2006 de 24 de enero del año 2006, 

acordó: "PRIMERO: Incorporar en el Expediente de la presente Acta a la espera de la 
resolución de la Alcaldía Municipal ..."  

 
C. Que en resolución número 018-2006, de las 16:00 horas 30 minutos del 07 de febrero del año 

en curso, la Alcaldesa, Marielos Segura Ramírez dispuso: "PRIMERO: DECLARAR SIN 
LUGAR el Recurso de revocatoria formulado por la señora Lilliana Ortega Mata, cédula de 
identidad número: 1-947-378 contra el acto administrativo contenido en el AM-M-026-2006 de 
13 de enero del 2006, que dispone nombrar a la señora Liliana Ramírez Vargas en el puesto de 
promotora cultural. En lo que respecta al Recurso de Apelación el mismo se remite al Juzgado 
de Trabajo de Menor Cuantía de Flores. SEGUNDO: Reiterar lo resuelto en su oportunidad por 
este despacho. NOTIFÍQUESE."  

 
D. Que en Sesión Ordinaria número 10- 2006, artículo 18, capítulo III, el Concejo Municipal de 

Belén acordó remitir el asunto a "la Dirección Jurídica para análisis y recomendación." 
 
E. Que en dictamen número DJ-107-2006, con fecha de 21 de marzo del año 2006, la Dirección 

Jurídica de la Municipalidad de Belén recomendó: En virtud de todo lo dicho esta Dirección 
Jurídica recomienda de que si a bien lo tienen los (as) regidores (as), se sirvan avalar el 
presente dictamen e informen a la señora Lillianan Ortega Mata el contenido del mismo y 
acuerde la improcedencia de que ese Concejo Municipal tenga atribución para conocer del 
recurso de apelación presentado, el que según se pudo constatar se encuentra en trámite de 



 

apelación ante la jurisdicción laboral respectiva desde el 15 de febrero del 2006." (ver copia del 
dictamen citado a folios 269 a 276);  

 
F. Que el Concejo, en Sesión Ordinaria número 20-2006, celebrada el 10 de abril del 2006, 

artículo sexto, capítulo II, acordó: "PRIMERO: Rechazar la recomendación del Oficio DJ- 107-
2006 de la Dirección Jurídica, que cita: "... acuerde la improcedencia de que ese Concejo 
Municipal tenga atribución para conocer el recurso de apelación presentado". SEGUNDO: 
Conocer el Recurso de Apelación presentado por la señora Lilliana Ortega Mata, para ante el 
Concejo Municipal para su análisis ..."  

 
G. Que contra el acuerdo referido en el hecho inmediato anterior, el Alcalde Municipal, señor Víctor 

Manuel Víquez Bolaños interpuso veto. 
 
H. Que mediante acuerdo adoptado en Sesión Ordinaria número 24- 2006, de 27 de abril del 2006, 

capítulo I, artículo 1, el Concejo Municipal referido dispuso: " Rechazar el veto presentado por la 
Alcaldía Municipal de Belén, Heredia, a las 9:00 horas del 25 de abril de 2006, contra los 
acuerdos de la Sesión del Concejo número 20- 2006 del 10 de abril de 2006, según artículo 6, 
Capítulo II, por cuanto, en opinión de este Concejo Municipal no se configuran las cuestiones de 
legalidad y oportunidad alegadas por el recurrente. SEGUNDO: Se instruye a la Secretaría del 
Concejo Municipal para que prepare el expediente respectivo con toda la información relativa al 
caso y sea remitido a la mayor brevedad al Tribunal Superior Contencioso Administrativo. 

 
I. Que el Tribunal Superior Contencioso Administrativo resolvió mediante resolución Nº 530 de las 

16:20 horas del 16 de noviembre de 2006 el veto interpuesto por el Alcalde Municipal 
determinando lo siguiente: 

II.- El Alcalde alega cuestiones de legalidad y de oportunidad. Básicamente señala que el Código 
Municipal establece con claridad las funciones del gobierno local, diferenciándolas de aquellas que 
son propias del Alcalde. Aduce que entre las que le competen a este último, se encuentran las 
cuestiones relacionadas con el nombramiento y promoción del personal, por lo que el Concejo no 
podrá invadir su competencia en esta materia. Manifiesta además, que sobre el asunto de 
referencia, se tramita un proceso ordinario laboral, ante el Juzgado de Mayor Cuantía de Heredia, 
bajo el expediente número 06-000209-0376-LA.-        

III.- Según se dispone en el Código Municipal y se ha reiterado en la jurisprudencia jurisdiccional y 
administrativa, el alcalde es el administrador general de la municipalidad. Por consiguiente, le 
competen a este funcionario, todas aquellas cuestiones concernientes a los nombramientos de los 
servidores municipales, con las salvedades que el ordenamiento señala. A tenor de lo expuesto, 
dicho cuerpo legal indica, en el artículo 17, entre otras, las siguientes atribuciones a cargo del 
Alcalde:  "Artículo 17.-  a).- Ejercer las funciones inherentes a la condición de administrador general 
y jefe de las dependencias municipales, vigilando la organización, el funcionamiento, la coordinación 
y el fiel cumplimiento de los acuerdos municipales, las leyes y los reglamentos en general. ... k) 
Nombrar, promover, remover al personal de la municipalidad, así como concederle licencias e 
imponerle sanciones; todo de acuerdo con este código y los reglamentos respectivos. Las mismas 
atribuciones tendrá sobre el personal de confianza a su cargo..." .  El asunto que se analiza, es 



 

entonces, una cuestión de índole administrativa y concretamente de naturaleza laboral, relativa a la 
designación de la señora Ortega Mata, en propiedad, en el cargo que venía ocupando interinamente. 
La señora Ortega, inconforme con lo decidido al respecto por el Alcalde de Belén, interpuso recurso 
de revocatoria y apelación en subsidio para ante el Concejo Municipal, órgano que decide entrar a 
conocer el recurso, a pesar de lo establecido en el ordenamiento, e incluso, de lo dictaminado por la 
Dirección Jurídica de dicho ente local, en el sentido de que las cuestiones laborales corresponde 
conocerlas al alcalde y en apelación a la jurisdicción laboral.  

Al respecto, el numeral 161 del Código Municipal dispone en su párrafo primero:  "Artículo 161.- 
Contra las decisiones de los funcionarios que dependen directamente del Concejo, cabrán los 
recursos de revocatoria y apelación para ante él, los cuales deberán interponerse dentro del quinto 
día. Las decisiones relativas a la materia laboral confiadas al alcalde municipal estarían 
sujetas a los recursos regulados en el título V." (El destacado no es del original).  Según se 
establece en este artículo, la cadena recursiva en materia laboral, tiene una regulación especial en 
el título V, del Código de cita, pues, salvo que se trate de funcionarios que dependan del Concejo, lo 
cual no ocurre en este caso, las cuestiones atinentes a las relaciones laborales de los servidores 
municipales, cuentan con los recursos previstos en el numeral 150 de la normativa de referencia, 
conforme a la cual, las decisiones que en esta materia adopte el Alcalde, tienen recurso de 
apelación ante la jurisdicción laboral y no ante el Gobierno Local. Se sigue entonces, que en el 
asunto bajo análisis, el Concejo Municipal no resulta competente para conocer el recurso presentado 
por la señora Ortega Mata, contra la decisión concerniente al nombramiento de la plaza para la cual 
ella concursó, ya que el conocimiento de este asunto compete a los Tribunales de Trabajo.  

Consecuentemente el acuerdo adoptado por el Concejo de Belén, en Sesión Ordinaria número 20-
2006, de 10 de abril del año 2006, artículo sexto, capítulo segundo, no es conteste con las 
disposiciones anteriormente citadas, en virtud de lo cual el veto formulado por el Alcalde debe ser 
acogido.-  

POR TANTO.  Por las razones dadas, se acoge el veto interpuesto.” 
 

2.- Sobre el fondo de la solicitud planteada por el Lic. Luis Bernardo Parini Segura como abogado de 
la señora Lilliana Ortega Mata:  Ante las actuaciones administrativas y sobre todo ante la clara 
resolución del Tribunal Superior Contencioso Administrativo en la cual determinó que la cadena 
recursiva municipal en materia de empleo público, tiene una regulación especial en el título V, del 
Código Municipal, dado que las cuestiones atinentes a las relaciones laborales de los servidores 
municipales cuentan con los recursos previstos en el numeral 150 de la normativa de referencia, 
conforme a la cual, las decisiones que en esta materia adopte el Alcalde, tienen recurso de 
apelación ante la jurisdicción laboral y no ante el Concejo Municipal, esta asesoría legal concuerda 
con el criterio de dicho Tribunal, dado que a ello debe agregarse que expresamente el artículo 161 
del Código Municipal dispone que “Las decisiones relativas a la materia laboral confiadas al 
alcalde municipal estarían sujetas a los recursos regulados en el título V.", siendo una 
excepción a la regla general de que es el Concejo Municipal quien conoce las apelaciones contra las 
decisiones del Alcalde; por lo que en habiéndose resuelto el veto en estos términos no es posible 
que el Concejo Municipal retome el conocimiento de una apelación en la que expresamente el 
Superior Jerárquico determinó que el órgano colegiado carece de esa competencia.  



 

 
Interpretar lo contrario no solo violentaría las disposiciones relativas a la avocación, sino que iría 
contra una resolución firme que resolvió el punto en definitiva.  Con relación a la sentencia del 
Juzgado de Trabajo de Mayor Cuantía de Heredia, confirmada por la sentencia 189-01-07 del 
Tribunal Superior de Trabajo de Heredia que cita el Lic. Parini Segura, es importante tener presente 
que ciertamente se establece en dichas sentencias una situación jurídica conforme a la cual debe el 
recurrente atenerse a lo dispuesto por esos Despachos Judiciales y abordar el asunto como un 
cuestionamiento del acto administrativo, sin que sea el recurso de apelación que pretende se retome 
la vía para asumir dicho ataque por las consideraciones previamente expuestas. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Rechazar por improcedente la solicitud presentada por el Lic. 
Luis Bernardo Parini Segura como abogado de la señora Lilliana Ortega Mata para que el Concejo 
Municipal retome o reconsidere el conocimiento del Recurso de Apelación que la señora Ortega 
Mata interpuso contra el acto administrativo dictado por el Alcalde Municipal en relación con el 
Concurso Interno 02-2005. 
 
ARTICULO 11.  Domingo 04 de noviembre se tiene la visita de Li Xiaolin de la República de China, 
con la siguiente agenda: 
 

AGENDA 
VISITA SRA. LI XIAOLIN 

ASOCIACIÓN CASA DE LA AMISTAD DEL PUEBLO CHINO DEL PUEBLO CHINO  
CON EL EXTRANJERO 

Domingo 04 de noviembre de 2007 
 

10:00 Recibimiento por parte de niños de la Escuela España, en las afueras de la Municipalidad 
 
10:15 Inicio de Sesión del Concejo Municipal 
 
10:20 Palabras del señor Francisco Villegas Villalobos, Presidente Municipal de Belén 
 
10:25 Palabras del señor  Norberto Alfaro Alpízar, Presidente Municipal de Grecia 
 
10:30 Palabras del señor Juan Manuel Flores, Alcalde de Quezaltepeque, El Salvador 
 
10:35 Palabras del señor Mario Murillo, Presidente Casa de la Amistad de Costa Rica 
 
10:40 Palabras de la señora Li Xiaolin 
 
10:50 Cierre de Sesión Municipal. 
 
11:00 Gira por el Cantón de Belén 
 
12:00 Recibimiento en el Centro Diurno del Adulto Mayor 
 



 

12:15 Presentación de Grupo Cultural Chino 
 
12:30 Almuerzo 
 
01:15 Presentación de Grupo Folclórico Mi Linda Costa Rica 
 
1:30 Reunión Privada entre la señora Li Xiaolin y personeros Casa de la Amistad 
 
1:30 Presentación de Grupo Folclórico Mi Linda Costa Rica 
 
1:45 Reunión entre la señora Li Xiaolin e invitados del Cantón de Belén y Grecia 
 
2:10 Entrega de Presentes por parte del señor, Alcalde del Cantón de Grecia y del señor Horacio 
Alvarado, Alcalde del Cantón de Belén 
 
El Regidor Propietario Hermes Zumbado Alfaro, define que la Unidad de Comunicación debe estar 
presente en la actividad. 

 
CAPITULO III 

 
LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 

 
ARTICULO 12.  Se conoce el Oficio 4770, SCM 2501-2007 de MSc. Flory Alvarez Rodríguez, SPC, 
Secretaria del Concejo Municipal, Municipalidad de Heredia, telefax 237 10 32, dirigido a Máster 
José Manuel Ulate Avendaño – Alcalde Municipal, Ing. Guillermo Jiménez, MINAE, Coordinador, 
Comisión Interinstitucional.  Extender el plazo por 6 meses mas del acuerdo SCM 1084-2007, de 
fecha 16 de mayo, relacionado con el problema de la Quebrada Seca.  Considerando:   
 
1. Que en la Sesión Ordinaria 94-2007, celebrada por el Concejo Municipal de Heredia el 14 de 

mayo de 2007, se ACORDO POR UNANIMIDAD, suspender el otorgamiento de todo tipo de 
permiso de construcción o desfogue de aguas para proyectos urbanísticos habitacionales que 
pretendan desfogar aguas pluviales y/o sanitarias en la Quebrada Seca – Burío. 

2. Que esta medida se mantendrá por un plazo inicial de 6 meses, al final de los cuales se hará 
una valoración de la situación, siempre a la luz del criterio de la Comisión Interinstitucional 
Voto 4050-2005 Río Burío – Quebrada Seca de la Sala Constitucional. 

3. Que la Presidencia de la República declaró estado de emergencia respecto de esta Quebrada, 
por los acontecimientos que se dieron a raíz de su cauce. 

4. Que el plazo de 6 meses descrito anteriormente expira el 16 de noviembre de 2007. 
 
Mociono para que:   
 
1.  Que este Concejo Municipal acuerde extender el plazo por 6 meses mas, a partir del 16 de 
noviembre, que expira el primer plazo, dado que la Comisión Interinstitucional esta coordinando y 
valorando toda la situación que se ha presentado en la Quebrada Seca, a la luz de los últimos 
acontecimientos que se han suscitado con las emergencias de todos, ya conocidas. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Felicitar a la Municipalidad de Heredia, por el esfuerzo que 
realizan para evitar inundaciones en los sectores hacia el oeste de la Provincia de Heredia. 
 



 

ARTICULO 13.  Se conoce el Oficio PE-0988-2007 de Jeannette Carrillo Madrigal, Presidenta 
Ejecutiva, Instituto Nacional de las Mujeres, Horacio Alvarado Bogantes Alcalde.  Con el objetivo de 
fortalecer la gestión municipal a favor de la igualdad y la equidad de género, el INAMU ha impulsado 
como estrategia la creación de planes municipales en el año 2007, en el marco de la Política 
Nacional para la Igualdad y la Equidad de Género.  En este sentido 6 municipalidades, Moravia, 
Escazú, Pococí, San Carlos, Osa y Belén han asumido este reto y el compromiso con un desarrollo 
local que promueva el respeto a los derechos humanos y la no discriminación por razones de 
género.  Este proceso ha tenido características muy particulares en cada municipio, por lo que les 
parece importante compartir cada experiencia e identificar los principales aprendizajes y retos para el 
año 2008, para fortalecer los diferentes procesos.  Con este objetivo el INAMU y la Municipalidad, 
invitan a participar en el espacio de intercambio:  “Estrategias para promover la igualdad y la equidad 
de género en la gestión municipal”, la cual se realizará el sábado 17 de noviembre en el Hotel 
Herradura de 9:30 am a 3:00 pm. 
 
La Regidora Suplente Ana Betty Valenciano Moscoso, razona que la equidad de género es también 
para sensibilizar a los hombres. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Confirmar la participación de los Síndicos José Atiliano 
Barrantes Mendoza, Sandra Salazar Calderón, la Regidora Suplente Ana Betty Valenciano Moscoso 
y el Vice Alcalde Francisco Zumbado Arce.  
 
ARTICULO 14.  Se conoce el Oficio 12309, FOE-SM-1855, 4794 de Licda. Giselle Segnini Hurtado, 
Gerente de Area, División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, Area de Servicios Municipales, 
Contraloría General de la República, fax 501-8000, dirigido a Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde 
Municipal.  Aprobación del presupuesto extraordinario Nro.3-2007 de la Municipalidad, por un 
monto de ¢48.520.403.00.  Con la aprobación de la Contraloría General de la República, se remite 
el presupuesto extraordinario Nro.3-2007 de la Municipalidad, documento que se recibió para su 
trámite el 28 de setiembre de 2007.  Al respecto se indica que e aprueban: 
 
1. El contenido presupuestario consignado como aporte del Consejo Nacional de Política Pública 

de la Persona Joven a la Municipalidad; su aplicación, queda sujeta a la aprobación por parte 
de dicho Consejo de los proyectos propuestos por esa Corporación Municipal, que se 
recuerda, deben responder a los principios, fines y objetivos de la Ley General de la Persona 
Joven Nro.8261 del 20 de mayo de 2002. 

2. Los recursos por concepto del aporte proveniente del Instituto de Fomento y Asesoría 
Municipal (IFAM), de conformidad con lo dispuesto en la Ley Nro.8593 “Presupuesto 
Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2007”; no obstante su aplicación, 
en “compra de materiales de construcción para viviendas de familias de escasos recursos” 
queda condicionada a que el monto del aporte y su finalidad sean detallados vía modificación 
presupuestaria por el Ministerio de Hacienda, mediante un decreto ejecutivo, de conformidad 
con lo establecido en el Artículo 48 de la Ley de Organización del IFAM, Nro.4716. 

 
Se indica que la ejecución presupuestaria es responsabilidad de la Administración, por lo que 
cualquier error u omisión en que incurra este Despacho al tramitar el presente presupuesto 
extraordinario, no faculta a esa Municipalidad a una ejecución en contra del bloque de legalidad.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 15.  Se conoce el Oficio JAOB-758-07 de José Angel Ocampo, Bolaños, Diputado, 
Asamblea Legislativa, fax 243 27 21.  Desde el inicio de mi gestión como Diputado de la Asamblea, 
una de mis mas inmediatas acciones fue la de acudir a las instancias correspondientes, a los efectos 



 

de que las autoridades de la Universidad Nacional, valoraran la posibilidad de abrir una sede o 
recinto universitario en la región de Sarapiquí, para que de esta manera se abrieran nuevas 
oportunidades de estudio para cientos de jóvenes habitantes de la Región Huetar Norte y Caribe del 
país.  El Concejo Universitario de la UNA en la sesión ordinaria del 6 de setiembre de 2007, acordó, 
ejecutar a partir del año 2008, actividades en la Región Huetar Norte que permitirán a la Universidad 
Nacional, posicionarse en esta zona mediante el desarrollo de programas, proyectos y actividades 
de investigación y extensión, acciones de educación permanente, actividades artísticas, culturales, 
deportivas y otras de impacto regional y nacional, en fin, la implementación de procesos educativos 
integrales, para mejorar los índices de desarrollo humano, de una zona con tantos recursos 
humanos y materiales. 
 
Esa decisión adoptada por la UNA, abrirá nuevos horizontes para una juventud deseosa de acceder 
a servicios educativos superiores de primer nivel, que permitirá una movilidad social ascendente y 
mejores condiciones de vida para ellos y sus familias. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 16.  Se conoce el Oficio 236-2007 de Olga Solís Soto, Directora Ejecutiva, a.i., de la 
Federación de Municipalidades de Heredia, telefax 237 75 62.  Informa que el 11 de setiembre, fue 
publicada la Reforma Integral de los Estatutos de esta Federación, en el Diario Oficial La Gaceta 
bajo el número 174, por lo que a partir de esa publicación la Federación se rige bajo los Estatutos 
que fueron aprobados por la Asamblea General.  En los Estatutos en el Capítulo IV “del Concejo 
Directivo” en el Artículo 19, se estipula que:  … los señores/as Alcaldes/as deben formar parte del 
Concejo Directivo de a Federación con 5 representantes propietarios escogidos por ellos mismos …  
Por lo anterior el Concejo Directivo de la Federación convocó a los/as Alcaldes/as el pasado 17 de 
octubre a la Sesión Extraordinaria 22-171007, para que entre ellos nombraran a sus representantes, 
los cuales tomaron el siguiente acuerdo:  Se nombran como representantes ante el Consejo 
Directivo de la Federación a los señores/as:   
 
José Manuel Ulate Avendaño, Alcalde de la Municipalidad de Heredia.   
Rolando Hidalgo Villegas, Alcalde de la Municipalidad de Santa Bárbara.   
Alberto Vargas Esquivel, Alcalde la Municipalidad de San Rafael. 
Elvia Villalobos Arguello, Alcaldesa de la Municipalidad de San Isidro. 
Mercedes Hernández Méndez, Alcaldesa de la Municipalidad de Barva. 
 
Como representantes suplentes a las señoras. 
Aracelly Salas Eduarte, Alcaldesa de San Pablo. 
Jenny Alfaro Chaves, Alcaldesa de Flores. 
 
Se reunirán los primeros y terceros miércoles de cada mes.  Satisfecha del gran paso que la 
Federación ha dado en Pro del Desarrollo Regional de esta provincia.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Felicitar a los nuevos miembros del Consejo Directivo de la 
Federación de Municipalidades de Heredia, por su elección. 
 
ARTICULO 17.  Se conoce el Oficio DGJR-526-2007 de Gilberto Jerez Rojas, Presidente de la 
Comisión de Asuntos Municipales, Asamblea Legislativa, fax 243 25 91.  Adjunta un resumen de la 
información contenida en el Oficio No.12378 de 18 de octubre de 2007 emitido por la División de 
Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, que atañe al 
Régimen Municipal y pretende evacuar una serie de interrogantes planteadas por varios Diputados 
en la sesión ordinaria Nº 28 de la Comisión de Asuntos Hacendarios de la Asamblea Legislativa en 



 

la que compareció la Contralora General de la República –Licda. Rocío Aguilar Montoya-. Lo 
anterior, con el objeto de contribuir a que el trabajo de los municipios se nutra de criterios que 
tiendan a fortalecer su gestión.  En lo que interesa el oficio de marras determina: 
 

A) En relación con las preguntas planteadas en torno a diversos asuntos relacionados con las 
municipalidades, planteados por los Diputados Del Vecchio Ugalde, Quirós Quirós, Jerez 
Rojas y Ocampo Bolaños, me permito señalar, además de lo expresado por la señora 
Contralora en la comparecencia, lo siguiente: 

 
La Municipalidad de Alajuela, aproximadamente en el año 1999 tenía resultados deficitarios. A partir 
de una recomendación de la Contraloría General de la República, el Concejo Municipal y el Alcalde 
tomaron medidas que les permitieron mejorar su situación e iniciar procesos de planificación 
participativa sobre la visión de desarrollo del cantón. La Contraloría General de la República también 
ha señalado la situación financiera general así como una serie de problemas específicos que 
aquejan al sector municipal y a cada cantón. Los resultados se han comunicado a los 
administradores municipales, instituciones relacionadas con el sector así como a la comunidad en 
general, a través de los informes de Memoria, los informes de Análisis y Opinión sobre la gestión de 
los gobiernos locales, Informes Técnicos a proyectos de presupuesto, así como en una serie de 
informes específicos emitidos en el transcurso de cada año. Por tanto, depende más bien de la 
capacidad de reacción de las administraciones municipales, de buscar medidas efectivas y ponerlas 
en práctica.  En materia de planificación, la Contraloría ha realizado un estudio integral, emitido en el 
presente año y se pretende llevar a cabo una revisión de los planes operativos y brindar un mayor 
seguimiento a la ejecución de algunos municipios al finalizar el primer semestre del próximo año.  
 
También se está trabajando en temas como gestión de recurso humano, estructura organizativa, 
administración financiera y tributaría y fortalecimiento del control interno y de las auditorias internas, 
todo con el fin de mejorar las capacidades de los gobiernos locales.  En relación con la transferencia 
por 26.000 millones a favor del lFAM incluida en el presupuesto del Ministerio de Gobernación y 
Policía, para ser distribuida a las municipalidades del país, es importante señalar que el Poder 
Ejecutivo, previo a incluir estos recursos en la Ley de Presupuesto Nacional, debió tener muy claro el 
objetivo que se persigue, así como los criterios de asignación. Como se indica en el Informe Técnico 
al proyecto de ley de presupuesto, el desglose de estos recursos debe quedar consignado en la Ley 
o bien, en el transcurso del año se tendría que realizar una modificación vía Decreto donde se 
muestre ese detalle, no podría ser por simple acuerdo de la Junta Directiva del IFAM, según lo que 
indica el artículo 48 de la Ley de organización y funcionamiento de esa institución. La misma norma 
de cita, establece que será el IFAM quien se encargará de que las obras se lleven a cabo y 
supervisar su ejecución.  
 
Por tanto, la Contraloría General de la República actuará conforme -sus competencias determinando 
si efectivamente se cumplió con lo jurídicamente establecido y sobre el correcto uso de esos dineros.  
Según consulta realizada al IFAM vía telefónica el día 12 de octubre de 2007, ya cuentan con la 
distribución de estos recursos aprobada por la Junta Directiva así como los criterios de distribución; 
sin embargo, la Contraloría aún no cuenta con esos documentos. Con respecto a la presupuestación 
de estos recursos, según lo que señala el ordenamiento jurídico vigente, tanto el IFAM como cada 
gobierno local beneficiario, deberá remitir su presupuesto a este órgano contralor para el trámite 
respectivo. En relación con los Concejos de Distrito, se debe aclarar que éstos no cuentan con 
personería jurídica como para recibir directamente recursos, ni tampoco la partida autoriza ese 
traslado, sólo a las municipalidades.  Los recursos que estaría recibiendo el IFAM para girar a las 
municipalidades responden a la política del gobierno denominada "Sí a la descentralización y al 



 

fortalecimiento del régimen municipal costarricense", por tanto, en principio se esperaría que estos 
recursos estén orientados a lograr mejoras sustantivas en su gestión y avanzar en el proceso de 
descentralización política para responder adecuadamente a las demandas de sus habitantes y 
contribuyan al desarrollo nacional mediante el ejercicio de competencias de manera eficiente y 
eficaz, según el objetivo propuesto en la citada política de gobierno. 

 
Por tanto, se espera una distribución justa y equitativa y acciones que generen un mejoramiento en 
la gestión de cada municipalidad. No se debe caer en un desglose de recursos para atender 
acciones de poca relevancia para el cantón; sin embargo, será la ley o el decreto donde se 
modifique esa ley, donde se consigne esa distribución y por tanto, la Contraloría General de la 
República no podrá intervenir más que en que en verificar la emisión del decreto en concordancia 
con el ordenamiento jurídico y el buen uso de esos recursos, según sus competencias.  Es por tanto, 
al Poder Ejecutivo al que le compete, en primera instancia, determinar si los criterios de distribución 
así como los programas o proyectos planeados para su ejecución le permitirán cumplir con el 
objetivo trazado de lograr mejoras sustantivas en la gestión de los gobiernos locales y el proceso de 
descentralización política.  En relación con el tema de rendición de cuentas, imposición de sanciones 
y aparente entrabamiento de la gestión municipal, tal y como se indica en la Memoria Anual 2006, la 
Contraloría ha impuesto sanciones a regidores y alcaldes municipales, y ha presentado denuncias 
penales al Ministerio Público. La buena gestión es competencia de cada gobierno local como parte 
del proceso de rendición de cuentas que está contemplado en el ordenamiento jurídico; la 
Contraloría también rinde cuentas por los procesos de fiscalización que debe desarrollar y que de 
acuerdo con sus posibilidades logra ejecutar cada periodo, los cuales en gran medida quedan 
plasmados en la Memoria Anual.  
 
Es importante aclarar que la labor de fiscalización previa y posterior de la CGR están establecidas en 
las leyes y en ningún momento se busca entrabar o entorpecer la labor de las municipalidades; más 
bien la CGR ha venido flexibilizando sus procesos con la finalidad de brindar mayor apoyo a la 
administración en su gestión.  Como bien lo señala la Sala Constitucional, la Contraloría no 
coadministra y mucho menos cogobierna a las municipalidades, sino que limita su accionar a lo que 
el mismo ordenamiento jurídico establece en cuanto a fiscalización previa, concomitante y posterior.  
Si se han interpuesto recursos de inconstitucionalidad en diferentes campos del accionar municipal, 
por esa misma autonomía que le es conferida así como por la obligación de administrar los intereses 
y servicios de manera eficiente y eficaz dentro de su territorio, cada gobierno local o en su conjunto, 
deben establecer acciones para lograr un campo de acción que les permita desarrollarse de mejor 
forma.  No compete a la Contraloría General de la República intervenir en estos procesos.  En 
relación con el artículo 170 de la Constitución Política, debe señalarse que este busca transferir 
mayores recursos a las municipalidades pero acompañados de mayores competencias, las cuales se 
deben establecer mediante ley.  
 
Por tanto, cualquier recurso que se transfiera a los gobiernos locales no es factible con base en el 
artículo 170 hasta que exista esa legislación conjunta. Sí pueden las municipalidades recibir 
recursos, pero amparados a otra legislación que así lo establezca en forma específica. 

 

B) En relación con las preguntas planteadas en torno al tema de los destinos específicos por 
los diputados Quirós Quirós, Núñez Calvo y Charpentier Brenes, me permito añadir a lo 
expresado por la señora Contralora en la comparecencia, lo siguiente: 
 
En el Informe Técnico del 2008, esta Contraloría señaló: "Según se ha expresado en los Informes 



 

Técnicos anteriores, esta es una problemática recurrente sobre la cual la Sala Constitucional ya ha 
expresado (mediante resolución N° 2006-002766 del 25 de febrero de 2006) que "deben promoverse 
las reformas legales necesarias a fin de ajustar la distribución de los ingresos a las posibilidades 
reales de la economía nacional. Pero mientras ello no ocurra, cabe al Poder Ejecutivo observar en 
forma absoluta los mandatos contenidos en las reglas legales que, como las mencionadas, 
desarrollan y posibilitan el cumplimiento de las normas constitucionales que reconocen derechos 
sociales." Por lo tanto se hace un llamado a las autoridades para que se busque solución a esta 
situación, ya que según demuestra Hacienda en sus escenarios presupuestarios plurianuales, dichas 
asignaciones financiadas con endeudamiento pueden generar posiciones fiscales desfavorables en 
el largo plazo."  Estas apreciaciones también se han recogido en los anteriores Informes Técnicos, 
en los cuales se ha hecho un prolijo examen de la evolución de la jurisprudencia de la Sala 
Constitucional sobre el particular. Interesa destacar como en el "Informe Técnico sobre el Proyecto 
de Ley de Presupuesto de la República 2004", la Contraloría se refirió al cambio de la jurisprudencia 
de la Sala.  
 
Se dijo en el aparte "Opiniones y consideraciones generales sobre el proyecto de ley de presupuesto 
2004" de ese Informe:  "En el tema de las transferencias, debe hacerse notar que de atenderse en 
forma estricta los porcentajes previstos en varias leyes que plantean destinos específicos a varios 
ingresos, la proporcionalidad se vería afectada en forma significativa, lo que agravaría aún más la 
problemática reseñada, aspecto que ha sido aminorado de acuerdo con jurisprudencia de la Sala 
Constitucional según voto 4884 de 22 de mayo del 2002 citado, cuyo análisis será pertinente para 
determinar una posible evolución en la jurisprudencia del citado Tribunal, y el alcance preciso que se 
debe dar, a partir de los votos 2003-09397 Y 200302794 del 7 de setiembre de 2003 y del 8 de abril 
del 2003, respectivamente.  Mas adelante en ese Informe del Presupuesto del 2004, en la sección 
2.3.2. Comentarios generales sobre la distribución de los egresos" se refirió, con mayor detalle:  "En 
el citado Informe técnico del 2003, se comentó como explicación a esa situación que "el Ministerio de 
Hacienda como argumento para no incorporar los montos que resultarían de aplicar los porcentajes 
de ley, plantea lo establecido por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en el voto 
N° 2002-04884 del 22 de mayo de 2002, (en el que se resuelve un recurso de inconstitucionalidad 
interpuesto por el CENECOOP R.L. debido a la no incorporación al presupuesto del año 2000 de las 
sumas que le correspondían según la ley N° 3021), particularmente en el considerando IV, en cuanto 
a "que la administración, de acuerdo con sus prioridades comprometerá únicamente los recursos con 
que efectivamente cuente. Lo que implica una visión más allá del deber por parte del Poder 
Ejecutivo.  
 

presupuestar los destinos específicos no estrictamente en el quantum establecido por ley, sino 
ajustándolo a la realidad nacional actual y buscando una buena gobernabilidad. "  Adicionalmente, 
se debe indicar que en el considerando IX del citado voto se establece que "...no se estima violatoria 
la omisión del Poder Ejecutivo de incluir en el Presupuesto ordinario tal porcentaje pretendido, pues 
como ya fue expuesto, para que este Poder de la República se viese conminado a incluirlo, debe 
tratarse de un impuesto que si bien tiene destino específico, éste debe serIo por un año, respetando 
el principio de la anualidad del presupuesto y por una necesidad especial".  Del contenido del citado 
voto se ha estimado que la aplicación de lo dispuesto por la Sala Constitucional permite al Poder 
Ejecutivo dar un manejo más discrecional al tema de la incorporación de los gastos originados en 
recursos que tienen un destino específico.  No se omite señalar que con posterioridad al voto 2002-
04884 de las 14:59 hrs. del 22 de mayo del 2002, la Sala Constitucional emitió un voto cuyo análisis 
será pertinente para determinar una posible evolución en la jurisprudencia del tribunal y el alcance 
preciso que se debe dar a la resolución anteriormente reseñada. 



 

 
En el voto 2003-09397 de las 10:12 hrs. del 7 de setiembre de 2003, ante consulta legislativa 
facultativa de constitucionalidad en relación con. el proyecto para modificar el Presupuesto de la 
República correspondiente al año 2003 mediante la cual se pretende rebajar una transferencia de 
fondos (que de conformidad con lo estipulado en el numeral 5 de la Ley N° 8114 de 4 de julio del 
2001, Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias, se deben destinar al CONA VI), Y transferir la 
suma rebajada a una institución autónoma, la Sala Constitucional establece la inconstitucionalidad 
de la propuesta.  La Sala argumenta que en el voto 2003-02794 de las 14:52 hrs. del 8 de abril del 
2003, el que corresponde a un recurso de amparo planteado en el año 2001 por don Oscar 
Barahona Streber y cuya resolución no es accesible por encontrarse en trámite, se consideraron 
constitucionalmente válidos los destinos específicos de los recursos girados al CONA VI para 
efectos de conservar y rehabilitar la red vial nacional y cantonal, puesto que por su medio se logra 
mantener buena parte de la infraestructura de comunicaciones terrestres del país en óptimas 
condiciones de funcionamiento, todo lo cual redunda en un mayor bienestar y calidad de vida de 
todos los habitantes de la República, un incremento de la producción y un reparto adecuado de la 
riqueza, tal como lo establece el articulo 50 de la Constitución Política. 

 
Por otra parte, el Tribunal Constitucional, según lo señalado en el considerando IV de su 
pronunciamiento 2003-09397, establece que: "El proyecto de ley consultado es inconstitucional al 
lesionar los principios de reserva de ley y de separación de funciones, puesto que, pretende distraer 
los fondos recabados, a través del ejercicio de la potestad y competen<;ia tributaria del Estado, del 
destino que fue asignado de forma inequivoca y expresa por una ley ordinaria. En efecto, la Ley de 
Simplificación y Eficiencia Tributarias destinó un porcentaje considerable de lo recaudado por 
concepto del impuesto único al combustible para el mantenimiento, reparación, mejoramiento y 
rehabilitación de las redes viales nacional y cantonal, sin embargo, ahora, mediante una norma 
presupuestaria, se pretende desviarlo para financiar el proceso de modernización o reestructuración 
deI INCOP.  Ese mismo enfoque se ha reiterado en los posteriores informes.- Destacamos como en 
el Informe Técnico sobre el Proyecto de Ley del Presupuesto de la República del 2005, en las 
páginas 12 y 13, correspondientes al apartado de Opiniones y Recomendaciones, ya este Órgano -al 
advertir como la misma Sala Constitucional fue reiterando el viraje de su jurisprudencia sobre el 
particular-, hizo un franco llamado a las autoridades competentes, llamando la atención sobre la 
importancia de tomar las decisiones políticas y normativas necesarias para el manejo de los destinos 
específicos: 

 
"La jurisprudencia constitucional imperan te no excusa al Ministerio de Hacienda de la obligación de 
girar las sumas recaudas por concepto de tributos, que de conformidad con disposiciones 
válidamente emitidas por el legislador, le asignan destinos específicos a esos fondos.  Ahora, si el 
Ministerio de Hacienda tuviera que presupuestar el giro de todos recursos comprometidos por 
destinos específicos, debería utilizar un porcentaje superior al 190% de ingresos corrientes estimado 
para el período 2005. La situación descrita evidencia la imposibilidad material de cumplimiento de la 
normativa que regula la asignación de recursos con destino específico, por una situación de 
insuficiencia de ingresos, por lo que el Ministerio de Hacienda debería tomar las acciones 
pertinentes con el fin de aumentar la recaudación tributaria o buscar una solución jurídica a la 
problemática.  Por otra parte, también se evidencia la necesidad de que la Asamblea Legislativa, 
como primer poder de la República, realice las acciones del caso para determinar si resulta oportuno 
modificar la legislación correspondiente en la materia indicada, de forma que se logre adaptar y 
ajustar a la realidad socio económica del país. ".  En los informes posteriores, se ha mantenido el 
mismo mensaje, actualizándose con los nuevos votos constitucionales, que se han emitido luego de 
la elaboración de cada informe.  



 

 
Así, se han citado los votos 2004-11165 de las 9:56 horas del 8 de octubre del 2004, N° 2005-7067 
de las 16:07 horas del 7 de junio del 2005, en el cual la Sala fue enfática al afirmar "... De 
conformidad con lo que la Sala ha resuelto en casos semejantes, es inconstitucional no incluir en el 
Presupuesto de la República, los recursos financieros específicos creados por una ley de naturaleza 
tributaria, precisamente porque se violan los derechos derivados del valor vinculante de la norma 
legal para el legislador mismo,porque se altera la autonomía plena del ente público al que están 
dirigidos los recursos y porque se le estaria dando a los fondos públicos un destino distinto del que le 
ha fijado previamente la ley." Empero, no hemos dejado de aceptar la existencia de dificultades 
materiales para cumplir la normativa que fija los destinos específicos, debido entre otras variables a 
la insuficiencia de recursos para ese y otros propósitos y la urgencia de que el Ministerio de 
Hacienda propicie acciones para recaudar más ingresos y la Asamblea Legislativa y el Poder 
Ejecutivo valoren la situación, a efecto de tornar las acciones pertinentes en aras de adaptarla y 
ajustarla a la realidad socioeconómica del país. 

 
Finalmente, en los informes técnicos del año 2007 y 2008 -según se apuntó al inicio-, se ha 
mantenido el interés de esta Contraloría en el tema e insistido en la exigencia de valorar la 
problemática y urgir una reforma normativa para el conocimiento de dicha Asamblea.  Espera de que 
la información antes transcrita sea de utilidad en el trabajo municipal. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 18.  Se conoce el Oficio 4787 de Oldemar Ramírez Espinoza, Presidente, Lidia 
González Solano, Vicepresidenta, Junta Directiva, Asociación de Desarrollo Integral Barrio Cristo 
Rey, Flores, Belén, teléfono 265 63 49.  Solicita permiso para poder realizar las fiestas cívicas y 
patronales de la comunidad que se realizarán los días 23, 24 y 25 de noviembre, de 11 am a 12 
media noche y concluyen el 26 con un baile con disco móvil Fiebre de 7 pm a 12 media noche.  Esta 
actividad se llevará a cabo con el fin de recaudar fondos los cuales se distribuyen en los diferentes 
proyectos de la comunidad, así para unir mas un pueblo que se caracteriza por su solidaridad.  La 
persona encargada de la actividad seria el Presidente de la Junta Directiva.  Piden permiso temporal 
correspondiente para la venta de licor y cerveza durante los 4 días de la actividad, con el 
conocimiento de que venden licor a menores de edad es prohibido por ley de la República, situación 
que tendrán muy en cuenta para que esto no suceda.  Ya están tramitando los permisos 
correspondientes ante el Ministerio de Salud del Area de Belén, Flores para también cumplir con los 
requerimientos necesarios ante esta institución. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Remitir a la Unidad Tributaria para 
análisis y recomendación. 
 
ARTICULO 19.  Se conoce el Trámite 4811, Oficio DM-1271-07 de Jorge Rodríguez, Viceministro 
del Ministerio del Ambiente y Energía, Fax 257-06-97, dirigido a  Lic. Tatiana Cruz Ramírez 
Secretaria de la Secretaria Técnica Nacional Ambiental. Con las consideraciones del caso y en 
acatamiento a lo dispuesto por el Doctor Roberto Dobles  Mora,  Ministro del  Ambiente y Energía 
procede a remitirle la notificación de la Municipalidad de Belén,  adjuntando el informe de las 
Comisiones de la Sesión Ordinaria No.59-2007, celebrada el dos de octubre del dos mil siete,  
comunicando lo acordado en lo que respecta al voto 04050-2005 para que no se otorguen permiso 



 

de construcción en la Quebrada Seca y Burío. Lo anterior para que se giren las instrucciones 
correspondientes y se proceda de acuerdo a la legislación del caso.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Comisión Especial del Río Quebrada Seca para su 
información. 
 

CAPITULO IV 
 

INFORME DE COMISIONES 
 
INFORME DE LA COMISION DE HACIENDA Y PRESUPUESTO.   
 
ARTICULO 20.  Se conoce dictamen sobre el Presupuesto Extraordinario 04-2007 del Comité de 
Deportes y Recreación. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
ARTICULO 21.  Se somete a discusión la Modificación Interna 10-2007. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
ARTICULO 22.  Se somete a discusión la Modificación Interna 11-2007.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
INFORME DE LA COMISION DE OBRAS PUBLICAS.   
 
ARTICULO 23.  Se conoce el acuerdo del Concejo Municipal No. Ref.5626/2007,  el cual indica:  Se 
conoce el Oficio AM-M-424-2007 del Alcalde Horacio Alvarado Bogantes.  Recibió el Oficio AC-237-
07, suscrito por la ingeniera Rosa González Palma, Encargada del proceso de Acueductos del Area 
de Servicios Públicos, por cuyo intermedio traslada el trámite  No.  3552, que es “Solicitud de 
Disponibilidad de Agua” a nombre de Patricia Murillo Arroyo, para un proyecto de tres apartamentos.   
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación del Concejo Municipal para el martes 13 de 
noviembre de 2007. 
 

CAPITULO V 
 

INFORME  DEL ALCALDE,  AREAS Y UNIDADES. 
 

El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DEL ALCALDE. 
 



 

ARTICULO 24.  Se conoce el Oficio AM-M-584-2007 del Alcalde Horacio Alvarado Bogantes.  
Hemos recibido Memorando DAF-MEM 212-2007, suscrito por el señor Jorge Luis González 
González, Director del Área Administrativa Financiera, mediante el que remitió propuesta de 
Convenio de conectividad para el cobro de los tributos de la Municipalidad de Belén. No omitimos 
informarles que dicha propuesta cuenta con el visto bueno de la Dirección Jurídica.  Al respecto, 
procedemos a entregar adjunto una copia del oficio mencionado para su información, análisis 
respectivos, discusión y trámites correspondientes para su aprobación  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
ARTICULO 25.  Se conoce el Oficio AM-M-585-2007 del Alcalde Horacio Alvarado Bogantes.  
Después de revisar los antecedentes de la Licitación Pública Nº2007LN-000005-01, denominada 
“Construcción de tramos de acera en el cantón de Belén”, de acuerdo con lo recomendado por el 
Comité de Licitaciones en su Acta Nº25-2007, artículo 2, mediante el oficio CL 30-2007; esta Alcaldía 
les remite el expediente, con el propósito de proceder con el análisis respectivo, discusión y 
aprobación correspondiente para su adjudicación. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
ARTICULO 26.  Se conoce el Oficio AM-M-586-2007 del Alcalde Horacio Alvarado Bogantes.  
Recibimos Oficoi DJ-424-2007 suscrito por el Lic. Francisco Ugarte Soto, de la Dirección Jurídica, 
por cuyo intermedio remite la propuesta final del Contrato que se pretende suscribir entre el Instituto 
Nacional de Seguros (INS) y esta Municipalidad, para el cobro de las multas con ocasión de 
infracciones por estacionamiento.  Por lo que presentamos una copia del mismo, a fin de proceder 
con el análisis respectivo, discusión y aprobación correspondiente. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
ARTICULO 27.  Se conoce el Oficio AM-M-590-2007 del Alcalde Horacio Alvarado Bogantes.  
Hemos recibido el Oficio UPP-325/2007, suscrito por la señora Adriana Flores, Jefe de la Unidad de 
Proyectos de Preinversión del Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), a través 
del que se atiende las consultas de los Concejales, en relación con la propuesta de convenio de 
intenciones con ese ente bancario.  Al respecto, adjunta copia del oficio mencionado para su 
información análisis respectivo y trámite correspondiente.  Que cita:  Como complemento a la oferta 
de servicios enviada el 16 de julio del 2007 para la facilidad de preinversión para el “Plan Maestro 
para el Acueducto y Alcantarillado Pluvial y Sanitario” y en respuesta a las consultas realizadas al 
señor Roy Barboza, en la Sesión del Concejo Municipal del día 2 de octubre del presente año, 
aclaramos lo siguiente:  El Fondo Español de Consultoría que maneja el BCIE con recursos 
españoles tiene como propósito financiar estudios que generen proyectos de inversión que 
posteriormente pueda financiar el Banco. 
 
Estos fondos no tienen ningún costo para el beneficiario, ya que los mismos son no reembolsables.  
El procedimiento que se sigue con estos recursos es el siguiente:  el Banco realiza un análisis del 
proyecto presentado.  De ser aprobado por el BCIE, la solicitud es elevada a consideración de las 
autoridades españolas que son las que aprueban la realización del proyecto en cuestión.  Una vez 



 

aprobado, se firma un convenio de cooperación entre el Banco y el Beneficiario.  La licitación 
(restringida a empresas españolas) la gestiona el BCIE con base en los términos de referencia 
proporcionadas por el Beneficiario y con la asesoría técnica también del Beneficiario.  Una vez 
recibidas las ofertas, se crea un Comité integrado por un representante del BCIE y 2 del Beneficiario 
para que analice las ofertas, las califique y recomiende cual es la mas adecuada para ejecutar el 
estudio.  El BCIE procede a contactar a dicha empresa para ultimar los detalles y firmar un contrato 
entre el BCIE y la empresa seleccionada para iniciar el estudio.   
 
El Manual de aplicación del FEC establece que “los estudios e investigaciones resultantes serán 
propiedad del BCIE y este estará en libertad de utilizar dichos estudios a su mejor conveniencia”.  
Así mismo, aclara que “la utilización posterior de estos estudios por parte del interesado, original o 
terceros requerirá de la aprobación previa del Banco”.  Esperamos que la información arriba citada 
aclare sus dudas y reiteramos la disposición del BCIE  de proporcionar recursos de preinversión e 
inversión para este o cualquier otro proyecto que desee llevar a cabo la Municipalidad. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación del Concejo Municipal para el martes 13 de 
noviembre de 2007. 
 
ARTICULO 28.  Se conoce el Oficio AM-M-589-2007 del Alcalde Horacio Alvarado Bogantes.  
Hemos recibido el Oficio 428-2007, suscrito por el Dr. Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico, a 
través del que se atiende lo solicitado por los Concejales, en relación con la situación jurídica del 
terreno que eventualmente se destinaría al centro de acopio.  Al respecto, adjuntamos copia del 
oficio mencionado para su información, análisis respectivo y trámite correspondiente. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
ARTICULO 29.  Se conoce el Oficio AM-M-588-2007 del Alcalde Horacio Alvarado Bogantes.  
Hemos recibido el Oficio DJ-427-2007, suscrito por el Dr. Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico, 
por cuyo intermedio se refiere al informe de seguimiento al compromiso de intenciones suscrito entre 
la Municipalidad de Belén y Sama Valores (GS) S.A. y remite el borrador de escritura de traspaso del 
área pública correspondiente a parque que será recibida por la Municipalidad de Belén.  Por lo que 
presentamos una copia del mismo, a fin de proceder con el análisis respectivo, discusión y 
aprobación correspondiente del borrador de escritura, así como la autorización para la firma 
respectiva de la escritura de traspaso.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
ARTICULO 30.  Se conoce el Oficio AM-M-587-2007 del Alcalde Horacio Alvarado Bogantes.  
Recibimos Oficio DJ-426-2007, suscrito por el Dr. Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico, por cuyo 
intermedio remite la versión final del Contrato de Servicios Profesionales entre la Universidad de 
Costa Rica y la Municipalidad de Belén para Realizar un Proyecto de Acompañamiento Técnico para 
el Desarrollo e Implementación del Sistema de Información en la Municipalidad de Belén.  Por lo que 
presentamos una copia del mismo, a fin de proceder con el análisis respectivo, discusión y 
aprobación correspondiente.  
 



 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a votación para el martes 06 de noviembre de 2007. 
 
CONSULTAS A LA ALCALDÍA MUNICIPAL. 
 
ARTICULO 31.  El Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, pregunta sobre la viabilidad 
legal de adquirir propiedades para destinarlas a vecinos afectados por el Río Quebrada Seca. 
 
El Regidor Suplente Manuel Ortiz Arce, determina que se podría reubicar familias en diferentes 
sectores del Cantón. 
 
El Lic. Luis Antonio Alvarez Chaves, cree que si se pueden comprar propiedades fuera del Cantón, 
no así dotar de servicios públicos. 
 
INFORME DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA. 
 
ARTICULO 32.  Se conoce el Oficio DJ-421-2007 del Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís.  Nos 
referimos, al Oficio Ref.3715/2007, por medio del cual nos comunica el acuerdo tomado en la Sesión 
Ordinaria No.37-2006 celebrada el 27 de junio del 2006 y en que se nos solicita el análisis y 
recomendación del Proyecto de Ley denominado “Reforma al Artículo 62 del Código Municipal”, 
Expediente No.15694.  Una vez analizado el proyecto objeto de consulta, nos permitimos indicar lo 
siguiente: 
 
I-  MOTIVACION DEL PROYECTO:  El proyecto de ley propone que en virtud de lo dispuesto por los 
Artículos 170 y 174 de la Constitución Política las corporaciones municipales son autónomas y para 
la enajenación de bienes muebles o inmuebles de su propiedad, la ley determina los caos que 
requieren de autorización legislativa con tal propósito.  Por otra parte se menciona que el Código 
Municipal en sus ordinales 2, 3 y 4 define a las municipalidades como la persona jurídica estatal, con 
patrimonio propio, personalidad y capacidad jurídica plenas para ejecutar todo tipo de actos y 
contratos necesarios para cumplir su fines. Atribuyéndole autonomía suficiente para su ejercicio, 
toda vez que le corresponde el gobierno y la administración de los intereses y servicios municipales 
cantonales y que el gobierno municipal en concordancia con el artículo 62 del Código Municipal 
puede disponer o usar de su patrimonio mediante toda clase de actos o contratos permitidos por ese 
Código Municipal y la Ley de Contratación  Administrativo.   
 
En ese orden de ideas, se señala en forma expresa en la motivación del proyecto:  “Este artículo 62 
en cierta medida es contradictorio en su propio texto al igual que en relación con otras disposiciones 
vigentes toda vez que, las municipalidades atribuidas con personalidad y capacidad jurídica plenas 
para ejecutar todo tipo de actos y contratos necesarios para cumplir sus fines, se les limita otorgar 
donaciones a la promulgación de una ley especial semejante al Código Municipal que constituye una 
ley de tal orden. Las municipalidades del país tengan facultades suficientes para decidir por sí 
mismas cierto tipo de donaciones, especialmente aquellas que entrañan una naturaleza relevante en 
las cuales conjugan el interés público y el bienestar social, en cuanto a enajenación de bienes 
inmuebles con determinado destino o propósito bajo tal perspectiva. Este proyecto de ley propende a 
una reforma del artículo 62 del Código Municipal para fortalecer la autonomía municipal y la 
capacidad de decisión de su Concejo para actos que,  mediante la presente autorización legislativa 
fortalecen al régimen municipal en el orden de sus facultades y atribuciones, en suma,  a su 
autonomía y capacidad jurídica.” 
 



 

Con el proyecto que se pretende pues fortalecer la autonomía municipal y la capacidad de decisión 
de su Concejo para actos que mediante la autorización legislativa fortalecen el régimen municipal en 
el orden de sus facultades y atribuciones. 
 
II. ANÁLISIS Y  CONTENIDO DEL PROYECTO.  El texto del proyecto consiste en una reforma 
parcial del artículo 62 del Código Municipal para que diga lo siguiente:  “Las municipalidades podrán 
usar o disponer su patrimonio mediante toda clase de actos o contratos autorizados por este Código 
y la Ley de Contratación Administrativa, Ley Nº 7494, de 2 de mayo de 1995, idóneos para el 
cumplimiento de sus fines.  Podrán las municipalidades donar bienes inmuebles para programas de 
vivienda de interés social en concordancia con la Ley del Sistema Financiero Nacional para la 
Vivienda, ley Nº. 7052, de 13 de noviembre de 1986 y sus reformas, o para la prestación de servicios 
en beneficio de los habitantes del cantón, con el voto razonado y calificado de dos terceras partes 
del total de integrante  de su Concejo.  La extensión de garantías a favor de otras personas, solo 
serán posibles cuando las autorice expresamente una ley especial. Podrán darse préstamos o 
arrendamientos de los recursos mencionados,  siempre que exista el convenio o el contrato que 
respalde los intereses municipales. 
 
Como excepción de lo dispuesto en el párrafo anterior, las municipalidades podrán otorgar ayudas 
temporales a vecinos del cantón que enfrenten situaciones debidamente comprobadas de desgracia 
o infortunio.  También de educación pública, de podrán subvencionar a centros beneficencia o de 
servicio social que presten servicios en el respectivo cantón, previo acuerdo y convenio con tal 
propósito y debidamente y debidamente refrendado por la Contraloría General de la República.  
Podrán además otorgar becas para estudios a personas de muy escasos recurso y con capacidad 
probada para estudiar.  Cada municipalidad emitirá el reglamento para regular las ayudas 
temporales a vecinos del cantón con situaciones comprobadas de desgracia o infortunio así como 
para otorgar becas de estudio a personas de muy escasos recursos.” 
 
III. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIÓN.  De acuerdo con la anterior propuesta normativa se 
pretende el fortalecimiento de las capacidades de las municipalidades del país, para disponer de su 
patrimonio, lo cual puede ser acertado desde el punto de vista de la autonomía de los gobiernos 
locales, sin embargo, creemos que se debe analizar, por parte del concejo municipal, la 
conveniencia de apoyar tal iniciativa legislativa, en vista de que en la propuesta se regula que las 
municipalidades que deseen subvencionar a centros beneficencia o de servicio social que presten 
servicios en el respectivo cantón, deberán suscribir un acuerdo y/o convenio con tal propósito y debe 
ser refrendado por la Contraloría General de la República.  Este último aspecto en la experiencia 
belemita resultaría un retroceso, en vista de que el tema ha sido ampliamente regulado por 
reglamento municipal, sin intervención alguna de la Contraloría General de la Republica, por lo que 
se recomienda que se cuestione la reforma en ese particular. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Informar a Rosa María Vega Campos, Jefa de Area, a.i., 
Comisión Especial de Asuntos Municipales, Asamblea Legislativa, fax 243 24 40, rechazar el 
Proyecto de Ley denominado “Reforma al Artículo 62 del Código Municipal”, Expediente No.15694. 
 
ARTICULO 33.  Se conoce el Oficio DJ-420-2007 del Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís.  Nos 
referimos al Oficio Ref.4605/2007 de 8 de agosto del 2007, por medio del cual nos comunica el 
acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No.46-2007, celebrada el 31 de julio del 2007 y en que se 
nos solicita el análisis y recomendación del criterio vertido pro el señor Ricardo Sancho Chavarría, 
Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, con ocasión del 
Proyecto de Ley denominado “Reforma a la Ley Constitutiva del Instituto Costarricense de 



 

Acueductos y Alcantarillados, Ley No. 2726 y sus Reformas y de la Ley de Planificación Urbana Ley 
No. 4240 y sus Reformas”. Expediente No 16.219.  Una vez analizado el oficio 3435, PRE-2007-
0640 objeto de consulta, nos permitimos indicar lo siguiente:  
 
I- MOTIVACIÓN DEL PROYECTO:  El proyecto de ley que se tramita en el expediente de la 
Asamblea Legislativa No. 16,219, pretende modificar los artículos 1, 2 y adicionar un artículo 29 a la 
Ley Constitutiva del AyA No. 2726, con la finalidad de regular la materia de los hidrantes en nuestro 
país. Asimismo se pretende modificar el inciso f) del artículo 16 de la Ley de Planificación Urbana 
No. 4240.  No obstante la Diputada Clara Zomer Rezler mediante moción adicionó al proyecto de ley 
un artículo 4º que vendría a regular el tema de los hidrantes en las comunidades en donde el servicio 
de agua potable es prestado por una Municipalidad, la Empresa de Servicios Públicos o bien una 
Asociación Administradora de Acueducto y Alcantarillado Sanitario.  Según esta adición, los entes a 
quienes les corresponderá administrar y operar directamente la instalación, funcionamiento y 
mantenimiento de los hidrantes son los mencionados con anterioridad, para cuyos efectos les serán 
aplicables las disposiciones del artículo 29 -propuesto- de la Ley Constitutiva del AyA.  Asimismo 
mediante el artículo 5º también adicionado, la Ing. Zomer Rezler promueve que el AyA, las 
Municipalidades, las Empresas de Servicios Públicos Municipales o las Asociaciones 
Administradoras de Acueductos y Alcantarillados (ASADAS) coordinen con el Cuerpo de Bomberos 
el establecimiento y verificación del cumplimiento de las metas de cobertura, la correcta instalación, 
el buen funcionamiento y la operación de los hidrantes. 
 
II ANÁLISIS HECHO POR EL INSTITUTO DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS.  Mediante 
oficio No. PRE-2007-0218 de fecha 22 de marzo del 2007, se le hizo llegar las observaciones 
pertinentes por parte del Instituto de Acueductos y Alcantarillados a la respectiva Comisión de la 
Asamblea Legislativa que conoce del proyecto de ley  con los argumentos del caso, puesto es 
indispensable considerar la viabilidad técnica y financieramente de la implementación de dicho 
proyecto, en este sentido su representada en su oportunidad le indicó a la Comisión Legislativa  que 
financieramente el monto del 1% que se pretende cobrar en la facturación a los clientes, resulta 
reducido para el caso del AyA. Asimismo que la redacción propuesta del proyecto de ley no es la 
más apropiada de conformidad con la realidad nacional y el tema de los hidrantes.  Además el señor 
Sancho Chavarría informa que en la Asamblea Legislativa se han presentado varias propuestas  y la 
más  acorde con las necesidades nacionales es la contenida en el expediente legislativo No. 16,471 
denominado “Declaratoria del Servicio de Hidrantes como Servicio Público”, el cuál contiene 
aspectos positivos y con el aporte de algunas ideas, el mismo tendrían una mayor aceptación. 
 
De tal manera que en opinión del Presidente Ejecutivo del Instituto de Acueductos y Alcantarillados, 
el proyecto de ley no es acorde con la realidad nacional, aún cuando en efecto sea una necesidad 
comunal la instalación, mantenimiento y operación de los hidrantes, ya que el proyecto contiene 
incongruencias y vacíos en su redacción.   
   
III. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN.  De acuerdo con lo expresado en el presente documento y 
desde el punto de vista técnico, financiero y práctico es lo propio  que si a bien lo tienen los señores 
y señoras regidores (as), se sirvan tomar un acuerdo apoyando las manifestaciones del Ricardo 
Sancho Chavarría, Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, 
con ocasión del Proyecto de Ley denominado “Reforma a la Ley Constitutiva del Instituto 



 

Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, Ley No. 2726 y sus Reformas y de la Ley de 
Planificación Urbana Ley No. 4240 y sus Reformas”. Expediente No 16.219. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Apoyar las manifestaciones del Ricardo Sancho Chavarría, 
Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, con ocasión del 
Proyecto de Ley denominado “Reforma a la Ley Constitutiva del Instituto Costarricense de 
Acueductos y Alcantarillados, Ley No. 2726 y sus Reformas y de la Ley de Planificación Urbana Ley 
No. 4240 y sus Reformas”. Expediente No 16.219.  
 
ARTICULO 34.  Se conoce el Oficio DJ-425-2007 del Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís.  Nos 
referimos al Oficio Ref.6208/2007 de 24 de octubre del 2007 por medio del cual nos comunica el 
acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No.62-2007, celebrada el 16 de octubre del 2007 y en que se 
nos convoca a una sesión de trabajo para el 27 del mismo mes y año.  Sobre el particular me 
permito informarle que lamentablemente fue informado de tal actividad la víspera, es decir, el pasado 
viernes 26 de octubre y resultó imposible organizar la agenda con tan poco tiempo. De todas formas 
me encuentro a disposición de ese Concejo para cualquier apoyo profesional sobre el tema. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
INFORME DE LA AUDITORIA INTERNA. 

 
ARTICULO 35.  Se conoce el Oficio AI-64-2007 del Lic. Eliécer Leitón C., Auditor Interno, dirigido a 
Máster Manuel Martinez Sequeira, Dirección de Asesoría y Gestión Jurídica, Contraloría General de 
la República.  En atención a lo solicitado en el Oficio No.10748, del 12 de setiembre de 2007, de la 
Contraloría, adjunta copia del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna 
de la Municipalidad,  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 36.  Se conoce el Oficio AI-67-2007 del Lic. Eliécer Leitón C., Auditor Interno.  Remite el 
INFORME INF-AI-06-2007, COBERTURA DEL LOTE EN CONSTRUCCIONES DE EDIFICIOS 
COMERCIALES.  El estudio al que se refiere ese documento, se efectúo en atención a una 
denuncia recibida por la Auditoría.  Los resultados, conclusiones y recomendaciones de ese estudio, 
fueron comentados con los señores Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde, José Luis Zumbado 
Chaves, Director de Operaciones y Planificación Urbana, Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico y 
Luis Bogantes Miranda, Coordinador de Control y Desarrollo Urbano.  De conformidad con el 
procedimiento vigente para la tramitación de informes, el citado documento fue remitido al Alcalde y 
al Director de Operaciones y Planificación Urbana, para lo correspondiente, según sus 
competencias. 
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton Valverde, advierte que el informe deja de lado algunas 
cosas, donde no se tiene claridad, que pasa si se incumple con los Reglamentos y el Plan 
Regulador, parece que no se toma en cuenta la Ley de Planificación Urbana y el Plan Regulador, 
porque con las construcciones existentes se puede aplicar el Código Penal, porque la inspección y el 
recibimiento de obras parece no esta funcionando, para que se cumplan con los criterios técnicos y 
legales. 



 

 
El Regidor Propietario Hermes Zumbado Alfaro, considera que se debe invitar al Auditor Interno a 
una Sesión de trabajo. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Definir el martes 06 de noviembre, una fecha para realizar una 
sesión de trabajo con el Auditor Interno.  
 
INFORME DEL  ÁREA DE ASISTENCIA ADMINISTRATIVA FINANCIERA. 
 
ARTICULO 37.  Se conoce el Oficio DAF29-2007 del Director Jorge González González, dirigido a 
Joaquín Camacho Ramírez, Administrador General, COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES Y 
RECREACION DE BELEN.  Con relación a la revisión y recomendación al Concejo Municipal sobre 
el Plan Anual Operativo y su respectivo presupuesto y con el propósito de continuar el estudio del 
mismo, le solicito: 
 
1. Aportar copia fiel del acta o transcripción del acuerdo de aprobación del Plan Anual Operativo 

y su respectivo presupuesto. (Requisito 1.1.2.d de la Circular 8626) 

2. En la página 11 del Plan Anual Operativo y Presupuesto Ordinario 2008, en el punto b.I), se 
indica que el Área Administrativa-Financiera esta integrada por: a) Administración General, a 
cargo del Administrador General; b)Subproceso de Secretaría, Recursos Humanos y 
Tesorería, a cargo de un Asistente Técnico Administrativo; y c) el Subproceso de Bienes y 
Servicios, Control de Presupuesto y Contabilidad a cargo de un Técnico Administrativo 
Financiero.  Sin embargo en la página 26 del mismo documento clasifican los costos del 
Administrador General en el Programa II, bajo el criterio que es una función sustantiva y no de 
apoyo, por lo que es contradictorio esta situación.  Dado lo anterior, se le solicita justificar las 
razones por las cuales se incluye los gastos correspondientes al Administrador General en el 
Programa II “Servicios Comunales”  

3. Se presupuestan ¢20,637,241.00 (veinte millones seiscientos treinta y siete mil doscientos 
cuarenta y un colón exactos) en la partida “TRANSFERENCIAS DE CAPITAL”, favor de 
indicar el fundamento legal que autoriza al Comité Cantonal de Deportes y Recreación del 
Cantón de Belén a girar dichos recursos. 

 
4. Aportar un detalle de las contrataciones que se pretender realizar bajo la partida “Servicios de 

Gestión y Apoyo”, según lo establece el punto 1.1.5.e de la circular 8626, emitida por la 
Contraloría General de la República. 

 
5. En la página 35 del Plan Anual Operativo, específicamente en el área estratégica, 

denominada “Inversiones”, se presentan dos metas a saber: 
 
a- 2.13 -Construcción de la pista de tartán, con un costo de ¢23,714,233.00. 
b- 2.15 -Compra de terreno, donde se le asignan ¢7,367,241.00. 
 



 

Para la meta 2.13, se presupuesta en la partida de “Remuneraciones” ¢13,341,731.00, en “Servicios” 
¢372,502.00 y finalmente en “Bienes Duraderos” ¢10,000,000.00. Y en las justificaciones planteadas 
no se indica la justificación de la partida de “Remuneraciones” ya que se desprende de las partidas 
presupuestarias que las obras se van a realizar por contrato y transferencia de capital y no por 
administración.  Por lo tanto esta Dirección solicita la justificación, de la asignación de 13.3 millones 
aproximadamente, en la partida de “Remuneraciones”.  

 
6. Por último se le solicita consignar claramente en el origen y aplicación de fondos las partidas y 

subpartidas que se financian con el 10% del ingreso proveniente del 3% del Presupuesto 
Municipal.  En el caso que se modifique cualquier partida o subpartida en el Presupuesto 
Ordinario, dado los puntos arriba indicados, deberá ser aprobada por la Junta Directiva y 
adjuntar copia fiel del acta o el acuerdo. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
INFORME DEL COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES Y RECREACIÓN DE BELEN. 
 
ARTICULO 38.  Se conoce el Oficio AA-279-2007/41-08 de la Asistente Técnica Administrativa.  De 
acuerdo a las políticas deportivas denominadas Plan 2006-2016 del Comité de Deportes y Recreación 
de Belén, artículo 4.4, en el cual el Comité debe velar por la expansión, el adecuado uso, 
mantenimiento y explotación de la infraestructura deportiva o recreativa del cantón.  En vista de lo 
anterior, presenta las justificaciones para que este Comité se avoque a solicitar el visto bueno para 
obtener un préstamo por ¢65.000.000.00 (sesenta y cinco millones) de colones para la construcción de 
una cancha sintética y la pista de atletismo. 
1- Que la cancha de césped natural del Polideportivo no reúne ya las condiciones para la práctica del 
fútbol. 
2- Que dicha instalación debido al altísimo uso que se le da, se ha deteriorado a tal grado que 
constituye un peligro para la integridad física de los deportistas 
3- Que el crecimiento de jugadores de las ligas menores, tanto femenino, pero fundamentalmente 
masculino ha puesto una limitante a la práctica de esta disciplina a los y las niños belemitas. 
4- Que al día de hoy no hay espacios disponibles en casi ninguna de las plazas del cantón y la cancha 
del centro también está siendo usada en forma intensiva. 
5- Que el desarrollo tanto de la pista atlética como la cancha sintética están al alcance de las 
posibilidades económicas del Comité a partir del primero de enero del 2008. 
6- Que la inversión a 15 años plazo es casi del doble de la inversión inicial. 
7- Que según los cálculos que dicha inversión producirá será de ¢49.000.000.00 anuales. 
8- Que para no poner presión al proyecto hemos calculado un 30% de los ingresos al año o sea 
¢24.000.000.00. 
9- Que dichos ingresos en periodo de 4 años la inversión estaría totalmente cancelada. 
10- Que en el supuesto que la inversión no produjera ningún ingreso, en el peor de los escenarios, el 
comité está en la capacidad para hacerle frente a dicha inversión 
11- Que en el Banco Nacional nos han hecho formal propuesta, para realizar dicha obra. 
12- Que los ingresos por uso de la cancha, serán administrados por el Comité. 



 

13- Que un eventual convenio con un equipo de fútbol Sociedad Anónima, sería para uso de la 
cancha, para entrenar y juegos oficiales, miércoles 8 p.m.- sábados 7 p.m. ocasionalmente y los 
horarios para el domingo de 11 a.m. a 3 p.m. 
14- Que las vallas publicitarias generarán a la Asociación Deportiva Belén Fútbol un 10% de 
arrendamiento total que ese día cobre la Sociedad Anónima. 
POR LO TANTO:  Para que la administración inicie y presente el proyecto debidamente consolidado al 
Concejo Municipal para su debida aprobación.  Informar al Concejo Municipal ha destinado y tiene 
presupuestado a la fecha un monto de ¢70.000.000.00 del presupuesto 2007 para el proyecto de 
interés.  Enviar la propuesta del proyecto a la Alcaldía para que este lo presenta al Concejo el próximo 
martes 06 de noviembre, fecha en que se le dio audiencia al Comité.  Solicitar al Concejo Municipal un 
acuerdo para que se pignore parte del presupuesto del comité, con la finalidad de solicitar un préstamo 
por un monto de ¢63.000.000.00 y se inicie la solicitud lo antes posible el periodo 2007. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal.  
 
ARTICULO 39.  Se conoce el Oficio AA-273-2007/41-03.01 de la Asistente Administrativa.  Que la fecha 
de la Asamblea General para el nombramiento de la nueva Junta Directiva del Comité Cantonal de 
Deportes y Recreación Belén para el periodo 2007-2009 sea el día jueves 08 de noviembre del 2007 a 
las 7:30 p.m. en la oficinas del Comité.  Se nombra como Comité Electoral, a un miembro de la Dirección 
Jurídica, un miembro del Concejo Municipal y un representante del Comité.  Se solicita a la 
Administración verificar cuales Asociaciones Deportivas se encuentran adscritas al CCDRB y cuales no. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Nombrar al Regidor Propietario Hermes Zumbado Alfaro, como 
representante del Concejo Municipal ante el Comité Electoral.  
 
INFORME DEL PROCESO DE SALUD OCUPACIONAL Y EMERGENCIAS. 
 
ARTICULO 40.  Se conoce el Oficio RH-SO-0126-2007 de Juan C. Cambronero Barrantes.  
Atendiendo Memorando AM-M-498-2007 en relación de lo que se esta invirtiendo en el Río 
Quebrada Seca se detalla lo siguiente: 
 

Concepto Monto Fecha 

1. Limpieza del Río Quebrada Seca ¢ 9,000.000.00 13/03/2007 

2. Extracción de Árboles y otros ¢ 8,500.477.00 17/07/2007 

3. Instalación de Estación Telemétrica ¢ 2,000.000.00 13/03/2007 

4. Extracción de Árboles y otros ¢ 8,500.000.00 Modificación 

5. Maquinaria ¢ 1,500.000.00 Modificación 

Total ¢ 29,500.477.00  

Espera de modificación ¢ 10,000.000.00  

Total al día de hoy ¢ 19,500.477.00  

 
1. En el caso del ítem 1 el mismo fue realizado por la Constructora y Consultora Gutiérrez en la 

Licitación por Registro 008-2006 y de la cual adjunto informe respectivo. 
2. El ítem 2 y 4 se esta realizando con la Licitación Pública 2007LN-000002-01 “Mano de obra, 

herramientas y equipo para corta, poda y extracción de diferentes tipos de árboles y otros 



 

objetos en Río Quebrada Seca y Bermúdez Cantón de Belén”, realizada por la Empresa 
Interconsultoría de Negocios y Comercio IBT, S.A.  El contenido del ítem 2 ya fue utilizado en 
su totalidad (Presupuesto Ordinario ¢ 5,500.000.00 millones de colones y una Modificación 
Interna de ¢ 3,000.000.00  con el después de la emergencia suscitada el 13 y 16 de junio 
ambos contenidos fueron girados en su totalidad al cabo de cuarenta y cinco días.  Para el 
ítem 4 se realizo una Modificación Interna la cual cuenta con el respaldo del Memorando RH-
SO-098-2007 por ¢ 3,000.000.00 millones de colones que se adjunta.  Se encuentra en 
proceso de aprobación una modificación interna por el monto de ¢ 8,500.000.00 millones de 
colones y cuenta con el respaldo del Memorando RH-SO-0115-2007 que se adjunta. 

 
3. El ítem 3 de la Estación Telemétrica tuvo un costo de 5,000.000.00 millones de colones y se 

hizo la compra con presupuesto del 2006, para la instalación en sitio tiene un costo de ¢ 
1,500.000.00 y será en San Joaquin de Flores en la propiedad del Lic. Paul Chaverri, la 
ubicación para la misma ha sido el factor mas importante a tomar en cuenta para el retraso del 
mismo, se esta a la espera de la cotización del ICE para continuar con la compra directa que 
tiene lista la Unidad de Proveeduría y el dinero se presupuesto en el extraordinario 01-2007, 
además se presupuesto ¢ 500.000.00 colones de alquiler para la instalación de la Estación. 

 
4. El ítem 5 es la contratación de una Retro Excavadora, debido a que después de la emergencia 

y con la finalización de las horas maquina destinadas por la Comisión Nacional de Prevención 
de Riesgos y Atención de Desastres quedan ciertos trabajos puntuales que esperamos que 
con el promedio de 50 a 75 horas que vamos a contratar se corrijan, ahora o durante el 
verano, el monto solicitado es de ¢ 1,500.000.00 la cual cuenta con el respaldo del 
Memorando RH-SO-0115-2007 que se adjunta. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Comisión Especial del Río Quebrada Seca para su 
información.  
 

CAPITULO VI 
 

INICIATIVA DE LOS REGIDORES Y SINDICOS 
 

ARTICULO 41.  La Sindica Propietaria Sandra Salazar Calderón, Ana Betty Valenciano Moscoso, 
Claudia Jirón presentan el informe sobre participación del taller de capacitación sobre Gestión 
Pública Local con Perspectiva de Género.  El taller se realizo con un aporte de la Fundación para el 
Desarrollo Local y el Fortalecimiento Municipal e Instituciones de Centroamérica y el Caribe 
DEMUCA y el Centro de Estudios Demográficos de América Latina CEDAL.  El objetivo del taller fue 
la sensibilización de las autoridades municipales y la concientización de la Gestión Pública Local con 
Perspectiva de Género.  La representación nuestra fue muy bien recibida ya que la OFIM de la 
Municipalidad de Belén ha desarrollado un trabajo de sensibilización y concientización desde el año 
2003 y esta plasmada en el Plan para la Promoción de la Igualdad y la equidad de Género en el 
quehacer Municipal y el tema esta transversalizado en el Plan de Desarrollo Cantonal, Plan de 
Gobierno de la Alcaldía, el PAO 2007 y el PAO 2008, donde se refleja el compromiso municipal para 
promover la Igualdad y la Equidad de Género en el quehacer municipal. 
 



 

Temas: 
 
< Construcción de Género. 
< Gestión de Equidad de Género. 
< Planificación con Equidad de Género. 
< Elaboración de Planes con Equidad de Género. 
< Herramientas para mejorar el proceso Gerencial con perspectiva de Género. 
 
Compromisos Adquiridos: 
 
1. Adquirir el lenguaje Intrusivo  
2. Fortalecer las acciones ya emprendidas para que el tema de Perspectiva de Género sea 

Transversalizado en el que hacer Municipal. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Informe presentado por Sandra Salazar 
Calderón, Ana Betty Valenciano Moscoso, Claudia Jirón.  SEGUNDO:  Utilizar el lenguaje Inclusivo 
en las Actas y documentos del Concejo Municipal.  
 
ARTICULO 42.  El Vice Alcalde Francisco Zumbado Arce, comunica que el domingo 11 de 
noviembre se tendrá la visita de Monseñor Angel Sancasimiro, en colaboración con la Parroquia, se 
le estará recibiendo en la entrada de Fátima, realizando una Sesión Extraordinaria alrededor de las 
9:00 am y a las 11:00 am se realizara una Eucaristía, al final el Alcalde Municipal realizara el 
recibimiento, a las 12:00 md habrá una cimarrona. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Convocar a Sesión Extraordinaria el domingo 11 noviembre, a 
las 9:30 am. 
 
ARTICULO 43.  El Regidor Suplente Manuel Ortiz Arce, precisa que se debe enviar un pésame por 
el fallecimiento del destacado atleta Félix Porras Cordero. 
 
El Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, especifica que fue un deportista, entrenador, 
dirigente de Atletismo y Fútbol desde los Juegos Nacionales de Limón 1981, con un gran aporte a la 
comunidad. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: 
 

LA MUNICIPALIDAD DE BELEN 
 

Lamenta profundamente y expresa su mas sentido pésame por el deceso del señor  
 

FELIX PORRAS CORDERO 
 

Reconocido atleta, entrenador y dirigente deportivo del Cantón de Belén.  Nos unimos  
al sentimiento de dolor que embarga a toda su estimable familia y rogamos al Creador para  

que les de la fortaleza para superar su ausencia material. 



 

 
“Oh Jesús, en Ti esta toda mi confianza”. 

 
A las 11:15 p.m., finalizó la Sesión Municipal. 

 
 
 

Ana Patricia Murillo Delgado    Francisco Villegas Villalobos  
Secretaria Municipal     Presidente Municipal 


